
 

 

ESTUDIOS PREVIOS 
 
De acuerdo a lo requerido por los numerales 7 y 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, modificado por el 
artículo 87 de la ley 1474 de 2011 y por el artículo 1° del Decreto 399 del 13 de abril de 2021, se describe a 
continuación la conveniencia y oportunidad para adelantar proceso de Licitación, de acuerdo con las 
siguientes consideraciones: 
 

I. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD: 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 2 establece “son fines esenciales del Estado servir a la 
comunidad, promover la prosperidad y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución: facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la 
vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener 
la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. 
 

El Municipio, está al servicio de los intereses de los habitantes de conformidad con los principios del Artículo 
209 de la Constitución Política Colombiana, y al tenor de las normas legales vigentes, desarrolla su actividad 
con fundamento en los principios de igualdad, imparcialidad, buena fe, eficacia, eficiencia, economía, 
celeridad, responsabilidad, transferencias, publicidad, contradicción, polivalencia e interdisciplinariedad; lo 
anterior, sin perjuicio de la aplicación de los demás principios generales y especiales que rigen la actividad 
de la Administración Pública, de los Servidores Públicos y contratista del Estado.  
 
El artículo 44 de la Constitución Política consagra que los derechos de los niños, niñas y adolescentes son 
de carácter fundamental, especial y prevalente. En este sentido, establece entre otros los siguientes 
derechos: vida, integridad física, salud, seguridad social y acceso a la educación. Igualmente, impone que la 
familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo 
armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos, con prevalencia de estos sobre los derechos de los 
demás, es así como los artículos 209 de la Constitución Nacional y el artículo 4 de la Ley 489 de 1998, 
establecen como finalidades de la función administrativa del Estado, la búsqueda de la satisfacción de las 
necesidades generales de todos los habitantes. 
 
Además, el artículo 67 de la Constitución Política señala que la educación es un derecho de la persona y un 
servicio público que tiene una función social, con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la 
técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura, y que en todo caso, corresponde al Estado regular y 
ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el 
cumplimiento de sus fines y garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las 
condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo. 
 
Considerando el plan de alimentación escolar, es una estrategia del nivel central de la administración pública, 
consonante con las metas de desarrollo a nivel internacional a las que se ha adherido el País, el cual para 
alcanzar sus objetivos en el sector oficial de la Educación Nación debe trascender a una ejecución desde los 
entes descentralizados territorialmente. 
 



 

 

En el marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible – ODS de la Organización de las Naciones Unidas – 
ONU, adoptados en septiembre de 2015, que tienen como fin las tres dimensiones del desarrollo y 
crecimiento  de las naciones a nivel ambiental, social y económico, representadas en 17 objetivos y 169 
metas que deben cumplirse para el año 2030, esto por parte de los 193 países del mundo que firmaron y 
dentro de los cuales se encuentra Colombia, se tiene que, nos comprometimos entre otros a varios objetivos 
específicos, a llegar a un País sin hambre (2), con educación de calidad (4) y sin desigualdad (10).  
 
Al respecto, El Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES), del Departamento Nacional de 
Planeación (DNP), determinó en el documento Nº 3918 del 15 de marzo de 2018, la estrategia para la 
implementación de los ODS en Colombia.  
 
Así pues, las metas del país a 2018 y 2030, se fijaron  en un grupo de 156 indicadores, a partir de los cuales, 
Colombia podrá medir su avance en la consecución de los ODS, siendo que para  el sector educación y 
alimentación, se establecieron en el anexo D del CONPES 3918 entre otros:  
 

✓ NOMBRE DE LA META: 4.1 De aquí a 2030, asegurar que todas las niñas y todos los niños terminen 
la enseñanza primaria y secundaria, que ha de ser gratuita, equitativa y de calidad y de producir 
resultados de aprendizaje pertinentes y efectivos. INDICADOR: Tasa de cobertura bruta en 
educación media en SIMAT.  

✓ NOMBRE DE LA META: 4.5 De aquí a 2030, eliminar las disparidades de género en la educación y 
asegurar el acceso igualitario a todos los niveles de la enseñanza y la formación profesional para las 
personas vulnerables, incluidas las personas con discapacidad, los pueblos indígenas y los niños en 
condiciones de vulnerabilidad. INDICADOR: Brecha entre cobertura neta urbano-rural en educación 
preescolar, básica y media.  

✓ NOMBRE DE LA META: 4.5 De aquí a 2030, poner fin al hambre y asegurar el acceso de todas las 
personas, en particular los pobres y las personas en situaciones de vulnerabilidad, incluido los niños 
menores de 1 año, a una alimentación sana, nutritiva y suficiente durante todo el año. INDICADOR: 
Prevalencia de inseguridad alimentaria en el hogar (moderada o severa) mide la proporción de 
hogares que experimentan inseguridad alimentaria desde el acceso a los alimentos.  Así mismo, 
mide la gravedad de la inseguridad alimentaria basándose en las respuestas de las preguntas sobre 
las limitaciones a su capacidad de obtener alimentos suficientes, en dos niveles: moderada y severa.  

 
La atención nutricional a los escolares en el sector público se inició en Colombia en 1941 mediante la 
expedición del Decreto 319 del 15 de febrero, por el cual el Gobierno fijó pautas para la asignación de aportes 
de la Nación destinados a la dotación y funcionamiento de los restaurantes escolares, bajo la responsabilidad 
del Ministerio de Educación Nacional. En 1968 se creó el ICBF – Instituto Colombiano de Bienestar Familiar- 
y asumió las funciones del Instituto Nacional de Nutrición fundado en 1963, entre las cuales estaba la 
ejecución del proyecto de Protección Nutricional y Educación Alimentaria en Escuelas Oficiales de Educación 
Primaria. 
 
Desde entonces, y hasta la fecha, los programas de alimentación escolar han funcionado con la orientación, 
financiación y lineamientos del ICBF para el sector público. Con la expedición de la Ley 715 de 2001, los 
municipios y distritos del país reciben recursos de transferencia de la Nación, específicamente destinados 



 

 

para programas de alimentación escolar, los cuales han venido operando de manera autónoma desde el 
2002; por lo que el ICBF como actor principal del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, articula con el ente 
local la atención de los escolares en el programa de restaurante escolares, por medio de contrataciones que 
permitan la optimización de los recursos asignados por el Instituto a cada localidad de acuerdo a la modalidad 
de atención (desayuno o almuerzo) y a los días de atención y a la unión de los recursos percibidos por los 
municipios a través del Sistema General de Participaciones. Tanto a nivel nacional como internacional, se 
ha dado relevancia a la garantía de los derechos de los niños, en especial el derecho fundamental a la 
alimentación promoviendo inclusión de la política de seguridad alimentaria, a través de los CONPES, liderada 
por los entes territoriales de orden Departamental y municipal.  
 
 
Que es competencia de la Secretaría de Educación del municipio, garantizar en su jurisdicción la 
organización del servicio público educativo y formular, proponer y ejecutar planes y programas de educación 
para las instituciones educativas, en función de los principios de coordinación y concurrencia con el Ministerio 
de Educación Nacional. 
 
El Programa de Alimentación Escolar (PAE) que viene desarrollándose en el Municipio exitosamente desde 
el año 2013, promueve el acceso con permanencia de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes focalizados, 
registrados en el sistema de matrícula SIMAT como estudiantes oficiales; por medio del suministro de un 
complemento alimentario durante todo el calendario escolar definido en cada una de las Entidades 
Territoriales Certificadas en Educación, para conservar los niveles de atención, impactar de manera positiva 
los procesos de aprendizaje, el desarrollo cognitivo, reducir el ausentismo y la deserción y fomentar hábitos 
alimentarios saludables. 
 
Durante el presente año 2023, ha sido posible atender a la población focalizada a partir del 7 de febrero por 
parte de operadores indígenas para atender a sus comunidades, y del 14 de marzo por parte del operador 
mayoritario o regular para atender titulares de derecho en la zona urbana y rural no indígena del Municipio. 
Que La Unidad Administrativa Especial de Alimentación Escolar – Alimentos para Aprender, UApA, entidad 
encargada de fijar la política pública en Alimentación Escolar en Colombia y realizar el seguimiento al 
Programa de Alimentación Escolar - PAE y a los recursos destinados para su operación, emitió la Circular 
06 de 2023, con la que recordó a gobernadores (as), alcaldes (as), secretarios (as) de educación, 
responsables de la ejecución del Programa en las 97 Entidades Territoriales Certificadas en Educación - 
ETC, las directrices que deben tener en cuenta para garantizar el inicio oportuno del programa en la vigencia 
2024. 
 
Es importante recordar que la Ley 2167 de 2021 faculta a las entidades territoriales certificadas para que 
adelanten la planeación, los trámites administrativos, contractuales y presupuestales necesarios para que el 
PAE se brinde desde el primer día de clases y durante todo el calendario escolar, dando sustento jurídico 
para que las ETC inicien los trámites necesarios para la ejecución del programa del 2024. Lo anterior en 
razón a que, si las administraciones salientes no comienzan desde ya los procesos de planeación y 
contractuales, para los mandatarios entrantes será muy difícil iniciar oportunamente la prestación del servicio 
del PAE. 
 



 

 

De acuerdo con lo previsto en el Decreto 1075 de 2015, adicionado por el Decreto 1852 de 2015, las 
Entidades Territoriales deben: “Apropiar y reservar los recursos necesarios y suficientes para la financiación 
o cofinanciación del PAE en su jurisdicción, y adelantar los trámites para comprometer vigencias futuras 
cuando haya lugar”. 
 
La presente contratación se surtirá teniendo en cuenta los estándares y condiciones previstos en la 
Resolución No. 0335 de 2021, por medio de la cual se “…EXPIDEN LOS LINEAMIENTOS TÉCNICOS – 
ADMINISTRATIVOS, LOS ESTÁNDARES Y LAS CONDICIONES MÍNIMAS DEL PROGRAMA DE 
ALIMENTACIÓN ESCOLAR – PAE”), respecto a la operación del PAE indígena, sigue vigente la Resolución 
18858 de 2018. 
 
De conformidad con la Ley 2042 DE 2020, por medio de esta Ley se otorgan herramientas para que los 
padres de familia realicen un acompañamiento eficaz con el fin de cuidar los recursos del PAE. La operación 
del Programa de Alimentación Escolar- PAE – tendrá vigilancia de la comunidad educativa, preferiblemente 
de las asociaciones de padres de familia y de los docentes que hacen parte de la institución educativa 
beneficiaría para la prestación del servicio. 
 

El interventor de la operación, el supervisor designado por la entidad territorial contratante, la Unidad 

Administrativa Especial de Alimentación Escolar y los entes de control, escucharán obligatoriamente las 

observaciones que resulten de este ejercicio de vigilancia comunitaria o control social, por parte de las 

asociaciones anteriormente mencionadas, sin que estas sean vinculantes, debiendo ser publicadas en las 

carteleras o portales de las entidades territoriales por un período de (30) días. El interventor de la operación 

deberá ' rendir un informe semestral a la comunidad educativa y a la institución educativa beneficiaria, Con 

el objetivo de poner en conocimiento el funcionamiento, debilidades y fortaleza del PAE en la respectiva 

entidad territorial. En el caso que el contrato sea inferior a seis meses este informe deberá ser trimestral. 

 

Esta ley establece, además, que los encargados de la vigilancia de que trata esta ley deberán verificar que 

el operador del PAE propenda por integrar dentro de su personal, como manipuladores, en un porcentaje no 

menor al 20%, a los padres de familia usuarios, priorizando a aquellos que sean cabeza de familia, que no 

pertenezcan al comité de vigilancia o control social y/o a la junta de la respectiva asociación de padres de 

familia. 

 
Así mismo, la Ley 2046 DE 2020, se establecen mecanismos para promover la participación de pequeños 
productores locales agropecuarios y de la agricultura campesina, familiar y comunitaria en los mercados de 
compras públicas de alimentos, donde se establece el porcentaje mínimo de compra local a pequeños 
productores y productores de la agricultura campesina, familiar y Comunitaria (productores de la Agricultura 
Campesina, Familiar o Comunitaria locales y sus organizaciones en un porcentaje mínimo del 30% del valor 
total de los recursos del presupuesto de cada entidad destinados a la compra de alimentos). 
 

El proponente deberá  anexar con su propuesta  una promesa de contrato de proveeduría con los pequeños 

productores agropecuarios locales y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria 

locales y sus organizaciones, que se encuentren en el Registro de productores individuales y/u 



 

 

organizaciones de productores consolidado por las secretarías departamentales de agricultura o quien haga 

sus veces, o en el Sistema Público de Información Alimentaria y especificar el porcentaje a ofrecer: 

 
Igualmente, es de tener en cuenta que la Ley 2167 DE 2021, busca garantizar la operación del Programa de 
Alimentación Escolar - PAE - durante el calendario académico, la cual tiene como objeto establecer los 
lineamientos generales para garantizar la prestación del servicio de alimentación escolar de manera oportuna 
y de calidad durante el cien por ciento del calendario académico, asegurando la concurrencia efectiva 
coordinada, articulada y conjunta de los recursos a cargo de la Nación, los distritos, los departamentos y los 
municipios, veamos:  
 

“…Artículo 2°. Garantía de Suministro Oportuno. El Gobierno Nacional, los distritos, los 

departamentos y los municipios, respetando los principios de planeación presupuestal y los criterios 

de sostenibilidad fiscal contenidos en el ordenamiento jurídico colombiano, deben asegurar la 

disponibilidad de recursos por periodos iguales o superiores al calendario académico. Las entidades 

competentes gestionarán la planeación y administración de los contratos y convenios, a fin de 

garantizar la operación oportuna del programa. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.  

 

Parágrafo 1. Las entidades territoriales certificadas, deberán adelantar la planeación con tiempo 

suficiente, así como los trámites administrativos, contractuales y presupuesta les necesarios, para 

lograr que el servicio de alimentación escolar se brinde desde el primer día y sin interrupción durante 

el calendario escolar; así mismo deberá atender a las condiciones particulares de ubicación e 

infraestructura de las instituciones educativas, las tradiciones y costumbres alimenticias de cada 

región. Para tal efecto, deberán acudir a la autorización de vigencias futuras o a cualquier otra 

herramienta contenida en el ordenamiento jurídico para lograr tal propósito.  

 

Parágrafo 2. El Programa de Alimentación Escolar, es un servicio del sector educativo público, de 
importancia estratégica; las asignaciones presupuestales para este servicio, de cada uno de sus 
aportantes, deberán incrementarse en términos reales en relación con la vigencia inmediatamente 
anterior…”. 

 
Conforme a la Ley 2294 de 2023, Ley de Plan de Desarrollo Nacional “     “   en el capítulo IV “derecho 
humano a la alimentación, en el artículo 216 reza:  

 
“SISTEMA NACIONAL PARA LA GARANTÍA PROGRESIVA DEL DERECHO A LA 
ALIMENTACIÓN Y PROGRAMA HAMBRE CERO. Créese el Sistema Nacional para la Garantía 
Progresiva del Derecho a la Alimentación - SNGPDA- como instancia liderada y administrada por el 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República - DAPRE, en articulación con la 
Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional -CISAN- o quien haga sus veces y las 
instancias territoriales, y garantizará la participación paritaria de las organizaciones de la sociedad 
civil y de titulares de derechos en las instancias de gobernanza alimentaria (…) 
PARÁGRAFO. El programa Hambre Cero articulará cuanto menos: El sistema nacional de 
seguimiento y monitoreo para la superación del hambre y la malnutrición; el Plan Decenal de 



 

 

Lactancia Materna y Alimentación Complementaria; el Programa de Alimentación Escolar (PAE); 
la Ley de Compras Públicas a la Agricultura Familiar; la oferta de otras instituciones públicas; la 
celebración de convenios con privados y con alianzas público populares; las áreas de recuperación 
nutricional, direccionadas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y el Ministerio de Salud 
y Protección Social, y la transferencia “Hambre Cero” a cargo de Departamento Administrativo de 
Prosperidad Social -DPS”.  

 
En este orden, el objetivo general de la presente contratación consiste en contribuir con el acceso y la 
permanencia escolar de los niños, niñas y adolescentes en edad escolar y registrados en la matrícula oficial, 
fomentando estilos de vida saludables y mejorando su capacidad de aprendizaje, a través del suministro de 
un complemento alimentario, de la mano con el cumplimiento de los siguientes objetivos específicos:  
 

a. Contribuir con la permanencia de los niños, niñas y jóvenes en el sistema escolar. 
b. Promover la implementación de proyectos pedagógicos transversales en estilos de vida saludable. 
c. Ofrecer un complemento alimentario a los niños, niñas y adolescentes en edad escolar, registrados 

en la matrícula oficial, que aporte los requerimientos de energía, macronutrientes y micronutrientes 
en los porcentajes que se definan para cada modalidad, durante la jornada escolar. 

 
Que el Programa de Alimentación Escolar es una de las estrategias diseñadas para contribuir a que los 
niños, niñas, jóvenes y adolescentes matriculados en el sistema de matrícula oficial SIMAT, accedan y 
permanezcan en el sistema educativo a fin de propiciar mejores condiciones de aprendizaje, es por eso, que 
desde la Unidad Administrativa de Alimentación Escolar – Alimentos para Aprender, se han adelantado 
acciones concernientes a la prestación del servicio de alimentación en el marco de la emergencia económica, 
social y ecológica. 
 
Que esta necesidad se avoca mediante la contratación de un operador quien a cambio de una 
contraprestación cumpla de forma independiente la prestación del servicio a contratar, consistente en la 
entrega de complemento alimentario a los estudiantes beneficiarios, cumpliendo con las condiciones 
impartidas por el MEN, es decir, suministro de complementos alimentarios en las sedes educativas 
priorizadas. Teniendo en cuenta los mandatos constitucionales, legales y el plan de desarrollo, se hace 
necesario garantizar la prestación de servicio de alimentación en términos de cobertura y calidad. 
 
Que mediante oficio de fecha 6 de febrero de 2024, la secretaría de Educación del Departamento, certifica 
la fuente de financiación para el programa PAE, anexo que hace parte integral del presente estudio.   
 
Proyecto que se encuentra incluido en el Plan de Desarrollo Municipal 2020-2023, “Primero Aguachica” 

SECTOR: EDUCACIÓN  

OBJETIVO. Promover acciones institucionales que garanticen ampliar las oportunidades acceso al sistema 

educativo municipal y mantener la permanencia a través de una gestión concertada con inversión de recursos 

acorde a las necesidades que contribuyan a la calidad y prestación eficiente del servicio. 

PROGRAMA: PRIMERO AGUACHICA CON CALIDAD, COBERTURA Y FORTALECIMIENTO 

EDUCATIVO. 



 

 

 

SECTOR  EDUCACIÓN 

PROGRAMA 
ESTRATÉGICO  

PRIMERO AGUACHICA CON CALIDAD, COBERTURA Y 
FORTALECIMIENTO EDUCATIVO. 

INDICADOR DE 
BIENESTAR 

TASA DE DESERCIÓN INTRA-ANUAL DE EDUCACIÓN PREESCOLAR, 
BÁSICA Y MEDIA 

PRODUCTO  SERVICIO DE APOYO A LA PERMANENCIA CON ALIMENTACIÓN 
ESCOLAR 

 
Que el presente proyecto cuenta con los recursos necesarios para la vigencia fiscal del 2024, conforme con 
al Certificado de disponibilidad presupuestal expedido por la Secretaría de Hacienda Municipal, y se 
encuentra incluido en el plan anual de adquisiciones. 
 

II. OBJETO A CONTRATAR Y SUS ESPECIFICACIONES 

2.1  TIPO DE CONTRATO El tipo de contrato a celebrar es SUMINISTRO. 

2.2 CODIGO BPIN 2024200110012 

2.3 CDP N° 0102 del 21 de febrero de 2024 

2.4  OBJETO DEL CONTRATO 

IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA DE ALIMENTACIÓN ESCOLAR 
PAE EN LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS OFICIALES ACORDE A LOS 
LINEAMIENTOS TÉCNICOS, ADMINISTRATIVOS Y ESTÁNDARES DE LA 
UAPA EN EL MUNICIPIO DE AGUACHICA, DEPARTAMENTO DEL 
CÉSAR.  

2.5  
CLASIFICACIÓN DE 
BIENES Y/O SERVICIOS A 
CONTRATAR 

 

 CÓDIGO 
DESCRIPCIÓN DE LOS BIENES Y 

SERVICIOS 

1 85151600 Asuntos Nutricionales 

2 90101600 Servicios de Banquetes y Catering 

3 
90101800 Servicios de Comida para llevar y a 

domicilio. 

4 
93131600 Planeación y Programas de Política de 

Alimentación y Nutrición  

5 85151700 Planeación y Ayuda Política de Alimentos. 

6 80141700 Distribución  

7 78101800 Transporte de carga por carretera 
 

2.6  VALOR 

El valor del contrato asciende a la suma de SEISCIENTOS 
CINCUENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($650.000.000,00), 
incluyendo costos directos e indirectos que ocasione la ejecución del 
contrato. 

2.7 FORMA DE PAGO 

El Municipio pagará al contratista el valor que resulte en pesos colombianos 
de la siguiente forma: 
 

1) No se realizarán anticipo o pago anticipado. 

2) El contrato será cancelado al CONTRATISTA, así: 



 

 

 
El MUNICIPIO cancelará al contratista el valor del contrato de la 
siguiente forma: A) La entidad pagará por mensualidades vencidas 
de acuerdo con la cantidad de raciones (complemento alimenticio, 
complemento almuerzos, raciones para preparar en casa y/o 
catering) efectivamente suministradas durante el periodo, 
contabilizados desde el primer al último día hábil de la programación 
de entrega; es decir, se hará por prestación cumplida, o número de 
raciones entregadas en cada mes del calendario escolar, y así 
sucesivamente hasta el último mes del calendario escolar definido 
para la ejecución del contrato, es decir, el pago se cancelará de 
acuerdo al número de raciones entregadas cada mes vencido, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al vencimiento del mes, 
previa expedición de certificación mensual por parte del supervisor 
en el que conste: 1) El cumplimiento del suministro de las raciones 
por cada lote adjudicado, de acuerdo a la  priorización y focalización 
definida por los actores del PAE. 2) El cumplimiento de las 
obligaciones descritas en el contrato. 
 
El respectivo pago se realizará, previa presentación de: informe de 
actividades y/o certificación de cumplimiento suscrito por parte del 
supervisor y/o interventor en el que conste de forma expresa 
cumplimiento, certificación de cuenta bancaria (para el primer pago) 
factura  (electrónica en caso de estar obligado) o cuenta de cobro, 
y constancia de pago de los aportes correspondientes al sistema de 
seguridad social integral, para personas jurídicas aportar: 
certificación suscrita por el representante legal o por el revisor fiscal 
(en caso de aplicar según el certificado de existencia y 
representación) en la cual se acredite estar a paz y salvo por 
concepto de seguridad social y parafiscales y planilla de pago de 
seguridad social del periodo cobrado. En dicha certificación se debe 
hacer constar que la información contenida en las declaraciones de 
autoliquidación de aportes al sistema y en particular la relativa a los 
afiliados y la correspondiente a sus Ingresos Base de Cotización es 
correcta y que no se encuentra en mora por concepto de aportes al 
sistema. En todo caso el supervisor general del contrato podrá 
solicitar en el momento que estime conveniente, copias de los 
recibos de pago de los aportes a los sistemas de salud, pensión ARL 
y Parafiscales; para personas naturales planilla de seguridad social 
del periodo cobrado los cuales deberán cumplir las previsiones 
legales (artículo 50 de la Ley 789 de 2002, Ley 100 de 1993, Decreto 
1703 de agosto 2 de 2002, la Ley 828 de 2003, Decreto 1990 de 
2016, Decreto 923 de 2017 y Decreto 1273 de 2018). Para el último 
pago se deberá adjuntar además la respectiva acta de liquidación. 
 



 

 

El pago se realizará dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de 
presentación del certificado de cumplimiento firmado por el supervisor del 
Contrato. 

2.8 PLAZO DE EJECUCIÓN 
El plazo de ejecución es de CIEN (100) DÍAS CALENDARIO ESCOLAR. 
Para la ración almuerzo preparado en sitio y 101 días para la ración 
industrializada.  

2.9  LUGAR DE EJECUCIÓN Municipio de Aguachica, Cesar. 

2.10 SUPERVISIÓN 
El contrato derivado del presente proceso de selección será supervisado por 
el Secretaría de Educación y/o el servidor público designado para tal fin. 

2.11 
OBLIGACIONES 
GENERALES DEL 
CONTRATISTA 

Cumplir con los deberes establecidos en el en el artículo 5 de la ley 80 de 
1.993, en consecuencia, deberá: 
 
1. Colaborar con la Entidad en lo que sea necesario para que el objeto 
contratado se cumpla y que éste sea de la mejor calidad.  
2. Acatar las instrucciones que durante el desarrollo del contrato la 
Entidad le imparta; 
3. Obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales;  
4. Garantizar la calidad de los bienes y/o servicios a realizar;  
5. No acceder a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera 
de la ley con el fin de obligarlos a hacer u omitir algún acto o hecho.  
6. Suscribir el contrato y cumplir con los requisitos de legalización, en 
la oportunidad establecida para el efecto. 
7. Cumplir con las normas sobre seguridad social (salud, pensiones, 
riesgos).  
8. Pagar y asumir los costos directos e indirectos que implique el 
cumplimiento del objeto contractual, tales como impuestos, retenciones, 
tasas, gastos de legalización, elementos de protección de salud ocupacional 
y seguridad industrial y demás. En consecuencia, el precio ofertado se 
entiende incluye dichos costos.  
9. Informar oportunamente al supervisor del contrato, de cualquier 
situación que pueda afectar la correcta ejecución del objeto de la entidad.  
10. Adoptar medidas de cuidado señaladas por el Gobierno Nacional y 
las entidades encargadas de adelantar acciones para evitar la propagación 
del Covid-19, así como cumplir con los protocolos de bioseguridad adoptados 
y adaptados por la Entidad en el marco de la pandemia, los cuales deben 
implementarse por cada contratista obligatoriamente en los lugares de 
ejecución contractual  
11. Asumir voluntariamente, durante la ejecución del contrato, la 
responsabilidad exclusiva del riesgo de exposición o contagio del virus, de 
todo el personal involucrado, eximiendo a la Entidad de cualquier tipo de 
responsabilidad, en aquellos eventos en los que la personas incumpla con 
sus obligaciones, deberes o responsabilidades de cuidado individual y 
colectivo.  
12. Cumplir en forma oportuna con las instrucciones impartidas por el 
supervisor del contrato. 

2.12 
OBLIGACIONES DEL 
MUNICIPIO 

1. Se obliga a efectuar los registros y operaciones 
presupuestales y contables necesarios para cumplir 



 

 

cabalmente con el pago de los bienes y/o servicios que el 
Contratista haya prestado a éste con base en el presente 
contrato. 

2. Solicitar los informes de la gestión adelantada con ocasión del 
objeto contractual. 

3. Suministrar la información que sea requerida por el contratista 
para la ejecución del contrato. 

4. Efectuar los pagos estipulados en el presente contrato en la 
forma pactada. 

5. Garantizar la debida supervisión y vigilancia en el 
cumplimiento de las obligaciones del contratista. 

6. Las demás que sean para la perfecta ejecución del contrato. 

 
2.13 ESPECIFICACIONES TÉCNICAS DEL CONTRATO 
 
Las condiciones técnicas del presente contrato conforme a la Resolución 335 de 2021 y sus anexos, y están 
contenidas en el documento adjunto ANEXO 1 - ESPECIFICACIONES TÉCNICAS. 
 
ESPECIFICACIONES, AUTORIZACIONES, PERMISOS Y LICENCIAS REQUERIDOS PARA SU 
EJECUCIÓN 
 
El presente proceso contractual no requiere de licencias o autorizaciones especiales para su contratación, al 
alcalde municipal por constitución nacional y disposiciones legales vigentes le son propias las facultades 
como ordenador del gasto del municipio. 

 

III. LA MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA Y SU JUSTIFICACIÓN, 

INCLUYENDO LOS FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

De conformidad con el planteamiento de la necesidad y el objeto formulado a celebrarse, tenemos que la 
modalidad de selección se trata de licitación pública de conformidad con el articulo 2 numeral 1 de la Ley 
1150 de 2007, las disposiciones propias de esta modalidad de selección establecidas en la ley 80 de 1993 y 
conforme a lo dispuesto en el Decreto 1082 de 2015.  
 
El Decreto 1082 de 2015 en el artículo 2.2.1.1.1.3.1 define el acuerdo marco de precios como: 

 
“Contrato celebrado entre uno o más proveedores y Colombia Compra Eficiente, o quien haga sus 
veces, para la provisión a las Entidades Estatales de Bienes y Servicios de Características Técnicas 
Uniformes, en la forma, plazo y condiciones establecidas en este.” 
 

Y el catálogo de acuerdo de marco de precios: 
 



 

 

“Catálogo para Acuerdos Marco de Precios: Ficha que contiene: (a) la lista de bienes y/o servicios; 
(b) las condiciones de su contratación que están amparadas por un Acuerdo Marco de Precios; y (c) 
la lista de los contratistas que son parte del Acuerdo Marco de Precios.” 

 
Proceso de contratación para un acuerdo marco de precios. 
 

“ARTÍCULO 2.2.1.2.1.2.9. Utilización del Acuerdo Marco de Precios. Colombia Compra Eficiente 
debe publicar el Catálogo para Acuerdos Marco de Precios, y la Entidad Estatal en la etapa de 
planeación del Proceso de Contratación está obligada a verificar si existe un Acuerdo Marco de 
Precios vigente con el cual la Entidad Estatal pueda satisfacer la necesidad identificada. 
 
Si el Catálogo para Acuerdos Marco de Precios contiene el bien o servicio requerido, la Entidad 
Estatal de que trata el inciso 1 del artículo 2.2.1.2.1.2. 7 del presente decreto está obligada a suscribir 
el Acuerdo Marco de Precios, en la forma que Colombia Compra Eficiente disponga, y luego puede 
colocar la orden de compra correspondiente en los términos establecidos en el Acuerdo Marco de 
Precios. Las Entidades Estatales no deben exigir las garantías de que trata la Sección 3 del presente 
capítulo, que comprende los artículos 2.2.1.2.3.1.1 al 2.2.1.2.3.5.1 del presente decreto, en las 
órdenes de compra derivadas de los Acuerdos Marco de Precios, a menos que el Acuerdo Marco de 
Precios respectivo disponga lo contrario”. 

 
Acuerdo marco de precios aplicable al presente proceso de contratación. 
 
Una vez revisado el catálogo de la Tienda Virtual del Estado Colombiano, se observa que Colombia Compra 
Eficiente únicamente ha celebrado Acuerdos Marco para la prestación de este servicio en el Distrito Capital 
de Bogotá. Veamos: 

 



 

 

 
 
Teniendo en cuenta lo antes expuesto, para poder cumplir con los fines de la contratación y satisfacer la 
necesidad planteada por el ente territorial conforme a su capacidad presupuestal de acuerdo al proyecto de 
inversión priorizado, según el análisis de costo-beneficio, adelantar el proceso de contratación por la 
modalidad de licitación pública, en donde se dará cumplimiento a todas las condiciones técnicas necesarias 
para la prestación de este servicio. 
 

Modalidad de Selección de Licitación Pública 

 

La ley 1150 de 2007 desarrolla el principio de selección objetiva, señalando los criterios bajo los cuales se 
debe dar la escogencia del contratista. De acuerdo con el artículo 2 numeral 1 se define: 

  

“1. Licitación pública. La escogencia del contratista se efectuará por regla general a través de 
licitación pública, con las excepciones que se señalan en los numerales 2, 3 y 4 del presente artículo. 

Cuando la entidad estatal así lo determine, la oferta en un proceso de la licitación pública podrá ser 
presentada total o parcialmente de manera dinámica mediante subasta inversa, en las condiciones 
que fije el reglamento.” 

 



 

 

En atención a lo anterior, al tipo de contrato a celebrar, aunado a que el valor del contrato supera la menor 
cuantía, se considera que no son aplicables ninguna de las excepciones a la regla general de la licitación 
pública, por lo tanto, el contratista será seleccionado a través de la modalidad de licitación pública. 
 

SELECCIÓN OBJETIVA DEL PROPONENTE.  
 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 5 numeral 2 de la ley 1150 de 2007 con ocasión de la presente 
modalidad de selección y el contrato a celebrar se tendrá en cuenta los siguientes criterios de selección 
objetiva: 

 
“2. <Numeral modificado por el artículo 88 de la Ley 1474 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> 

 
 La oferta más favorable será aquella que, teniendo en cuenta los factores técnicos y económicos 
de escogencia y la ponderación precisa y detallada de los mismos contenida en los pliegos de 
condiciones o sus equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la entidad, sin que la favorabilidad 
la constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos documentos. En los contratos de obra 
pública, el menor plazo ofrecido no será objeto de evaluación. La entidad efectuará las 
comparaciones del caso mediante el cotejo de los ofrecimientos recibidos y la consulta de precios o 
condiciones del mercado y los estudios y deducciones de la entidad o de los organismos consultores 
o asesores designados para ello. 

 
En los procesos de selección en los que se tenga en cuenta los factores técnicos y económicos, la 
oferta más ventajosa será la que resulte de aplicar alguna de las siguientes alternativas: 
 
a) La ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes o fórmulas señaladas 
en el pliego de condiciones; o 
 
b) La ponderación de los elementos de calidad y precio que representen la mejor relación de costo-
beneficio para la entidad.” 

IV. EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y LA JUSTIFICACIÓN DEL MISMO. 

PRESUPUESTO OFICIAL 

 
Dado que la Administración Municipal para la vigencia anterior estructuró estudio de costos de todos los 
ítems inmersos al presupuesto general para el PAE, insumos, productos de aseo, recursos humanos, costos 
administrativos, operarias manipuladoras y estampillas, para la vigencia 2024. 
 
Los costos de la materia prima, menaje, aseo, dotación para la presente vigencia, se hizo un análisis de la 
información que se encuentra en el DANE de la siguiente manera: 
https://www.agronet.gov.co/estadistica/Paginas/home.aspx?cod=67 tomando el archivo correspondiente al 
periodo del 27 al 4 de febrero del 2024. Se toma el IPC proyectado para el 2023 por el Banco de la Republica 
Presentación Informe de Política Monetaria – octubre 2022 | Banco de la República (banrep.gov.co). (analizar 
si se tuvo en cuenta en el momento de presupuestar el alza del 10% del impuesto saludable en alimentos) 

https://www.agronet.gov.co/estadistica/Paginas/home.aspx?cod=67


 

 

 
Nota: nos permitimos aclarar que está es una proyección y debido a una cantidad de variables que pueden 
subir o bajar el IPC, se deberá realizar los cambios pertinentes 
 

AÑO IPC  ANNUAL PRONÓSTICO

2003 6,49

2004 5,50

2005 4,85

2006 4,48

2007 5,69

2008 7,67

2009 2,00

2010 3,17

2011 3,73

2012 2,44

2013 1,94

2014 3,66

2015 6,77

2016 5,75

2017 4,09

2018 3,18

2019 3,80

2020 3,15

2021 5,62

2022 13,12

2023 5,47 PRONÓSTICO



 

 

 
 

● Haciendo uso de la herramienta de Excel efectuamos una proyección lineal de lo que podría ser el 

IPC esperado para el cierre del año 2023, arrojando una previsión para el año de 13,12%,  

 
COSTEO DE MINUTAS 
 
PAE Mayoritario: para saber el valor neto de materia prima de una ración, se hizo necesario establecer un 
ciclo de minutas complemento alimentario tipo almuerzo compuestos por 20 días calendario y 2 ciclos de 
ración industrializada urbana y rural, compuesto por un ciclo de 10 días, donde se especifica la preparación, 
composición de ingredientes y gramajes de cada ración según lo que estipula el Anexo Técnico de 
alimentación saludable y sostenible en el PAE de la Resolución 335 de 2021y sus anexos, teniendo en cuenta 
las minutas patrón de grado y nivel de escolaridad:  
 

● Preescolar 

● Primaria: Grados primero, segundo y tercero. 

●  Primaria: Grados cuarto y quinto. 

● Secundaria: Grados sexto, séptimo, octavo y noveno. 

● Media: Grados décimo y once, ciclo complementario. 

 
Con esta información y el promedio de precios de la materia prima obtenido en el estudio de costos, se pudo 
diseñar las minutas y adquirir el costo de materia prima de cada menú. 
 
 
 
 
 

AÑO IPC  ANNUAL Previsión(IPC  ANNUAL) Límite de confianza inferior(IPC  ANNUAL) Límite de confianza superior(IPC  ANNUAL)

2003 6,49

2004 5,50

2005 4,85

2006 4,48

2007 5,69

2008 7,67

2009 2,00

2010 3,17

2011 3,73

2012 2,44

2013 1,94

2014 3,66

2015 6,77

2016 5,75

2017 4,09

2018 3,18

2019 3,80

2020 3,15

2021 5,62

2022 13,12 13,12 13,12 13,12

2023 13,18 7,34 19,01
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COSTO RECURSO HUMANO 

El Recurso Humano necesario para la ejecución del proyecto de la ETC, incluye manipuladores de alimentos 
y personal administrativo, de los cuales los manipuladores son el grupo que representa el mayor recurso 
humano requerido para ejecutar el contrato. 
 
La ETC establece que para la eficiente operación del PAE para la vigencia 2024 es de 6 manipuladoras de 
alimentos con las cuales se garantiza la calidad e inocuidad del servicio. 
 
Para determinar el número de horas que dedicarán los manipuladores de alimentos en el proceso de 
recepción, preparación y servicio para la población mayoritaria, se tendrá en cuenta las experiencias en 
campo obtenidas en años anteriores para lo cual se estableció dos horas para ración industrializada y dos 
para jornada tarde, seis horas para ración preparada en sitio y ocho horas para las que laboran en el 
centralizado.  
 
COSTO DE TRANSPORTE 
 
Se calculó el valor del transporte teniendo en cuenta los costos promedios de transporte internos de la ciudad, 
materias primas, sitio de producción.   
 
Ver presupuesto 

COSTOS DE IMPLEMENTOS DE ASEO 

Los costos generados por los implementos de aseo fueron basados en los costos 2023 más el incrementando 
del IPC proyectado de 8,71% para la ejecución del Programa de Alimentación Escolar teniendo en cuenta el 
Anexo Técnico de Calidad e Inocuidad de la Resolución 335 de 2021. 
 
Ver presupuesto 
 
Nota: Los operadores serán responsables de dotar a sus supervisores con los siguientes elementos: gramera 
digital, termómetro análogo y vaso de precipitado. 
 
COSTOS DE DOTACIÓN DE MANIPULADORAS 

Los costos de dotación fueron basados en los costos 2024, más el incrementado del IPC proyectado de 
8.71%, se debe soportar las compras de dotación cada 6 meses y cantidad suficiente según lo establece el 
artículo 14 de la Resolución 2674 de 2013, Invima. Se asigna para el cumplimiento de este lineamiento. Se 
deben asignar dos (2) dotaciones según ítem inmerso en el presupuesto durante el periodo de ejecución del 
contrato correspondiente 
 
Ver presupuesto 
 



 

 

COSTO DE RACION 

RACIÓN PARA PREPARAR EN SITIO Y RACION INDUSTRIALIZADA    

Ver presupuesto 

Dado que la Administración Municipal, la vigencia anterior estructuró estudio de costos de todos los ítems 
inmersos al presupuesto general para el PAE, insumos, productos de aseo, recursos humanos, costos 
administrativos, operarias manipuladoras y estampillas, para la vigencia 2024. 
 

 
Es de recordar que le proceso de costos se cierra con la concertación entre las autoridades indígenas y el 
municipio, tal y como lo establece la resolución 18858 de 2018. 
 
El valor estimado del contrato se encuentra determinado en ANEXO-PRESUPUESTO, el cual hace parte 
integral del presente estudio previo. 
 
COSTOS INDIRECTOS 

 
Por otro lado, se tuvieron en cuenta los costos indirectos dado que deben estar incluidos en el presupuesto 
y corresponden al valor de los descuentos como estampillas, retenciones, seguridad social, entre otros, los 
cuales están incluidos de forma integral en cada una de las cotizaciones.  
 

Tabla. Costos indirectos aplicables al proceso de contratación 
DESCUENTO PORCENTAJE ORDEN 

PRO CULTURA 1% MUNICIPAL 

PRO ADULTO MAYOR 4% MUNICIPAL 

PRO ELECTRIFICACIÓN 2,5% MUNICIPAL 

TASA PRO DEPORTE Y 

RECREACIÓN 
1% MUNICIPAL 

MODALIDAD CAJM/T INDUSTRIALIZADO CANTIDAD VALOR
DIAS 

ATENCION
TOTAL

GRADO PREESCOLAR

PRIMARIA GRADOS: 1ero, 2 do y 3ero

PRIMARIA GRADOS: 4to y 5to

SECUNDARIA - GRADOS: SEXTO, 

SEPTIMO, OCTAVO Y NOVENO

MEDIA - GRADOS: DECIMO Y ONCE, CICLO 

COMPLEMENTARIO

596.453.379$               

MODALIDAD 
CANTIDAD

VALOR
DIAS DE 

ATENCION
TOTAL

ALMUERZO PREPARADO EN SITIO 85 $ 6.244 100 $ 53.074.000

$ 649.527.379

PRESUPUESTO PAE - 2024 - PAE REGULAR

PROGRAMA

1093 5.403$          101 596.453.379$               

GRAN TOTAL



 

 

PRO UNIVERSIDAD 0,5% DEPARTAMENTAL 

PRO FRONTERIZO 1,5% DEPARTAMENTAL 

 

V. LOS CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE. 

Conforme a lo previsto en el artículo 5 numeral 2 de la Ley 1150 de 2007 se ha dispuesto que en los procesos 

de selección en los que se tenga en cuenta los factores técnicos y económicos, la oferta más ventajosa será 

la que resulte de aplicar alguna de las siguientes alternativas: 

a) La ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes o fórmulas señaladas 

en el pliego de condiciones; o 

b) La ponderación de los elementos de calidad y precio que representen la mejor relación de costo-

beneficio para la entidad. 

Por otra parte, el decreto 1082 de 2015 artículo 2.2.1.1.2.2.2 modificado por el artículo 4 del Decreto 142 de 

2023, se establece que la Entidad Estatal debe determinar la oferta más favorable teniendo en cuenta las 

normas aplicables a cada modalidad de selección del contratista. 

En la licitación y la selección abreviada de menor cuantía, la Entidad Estatal debe determinar la oferta más 

favorable teniendo en cuenta: (a) la ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes 

o fórmulas; o (b) la ponderación de los elementos de calidad y precio que representan la mejor relación de 

costo-beneficio.  

Para la presente evaluación se cuenta con dos tipos de requisitos los que son de tipo habilitante y que no 

otorgan puntuación, tales como: capacidad jurídica, capacidad financiera, capacidad de organización, 

experiencia y la capacidad técnica del proponente conforme a los requerimientos mínimos solicitados en el 

pliego de condiciones y que son indispensables para la ejecución del objeto contractual. 

Por otra parte, se tendrán como criterios puntuables: la oferta económica, los criterios de calidad, incentivos 

a la industria nacional y demás incentivos aplicables de conformidad con la normatividad legal vigente.   

Dentro de los pliegos de condiciones se incluirán los siguientes requisitos habilitantes: 

REQUISITOS HABILITANTES 

La entidad verificará los requisitos habilitantes dentro del término señalado en el cronograma del presente 

pliego de Condiciones, de acuerdo con los soportes documentales que acompañan la propuesta presentada. 

Los requisitos habilitantes serán objeto de verificación, por lo tanto, si la propuesta cumple todos los aspectos 

se evaluarán como “cumple”. En caso contrario, se evaluará como “no cumple”.  



 

 

De conformidad con la normativa aplicable, la entidad realizará la verificación de requisitos habilitantes de 

los proponentes (personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal en 

Colombia) con base en la información contenida en el RUP y los documentos señalados en los Documentos 

Tipo.  

La entidad no podrá exigir requisitos habilitantes diferentes a los señalados en los Documentos Tipo. 

GENERALIDADES 

A. Únicamente se consideran habilitados aquellos proponentes que cumplan todos los requisitos 

habilitantes, según lo señalado en el presente pliego de condiciones. 

B. En el caso de proponentes plurales, los requisitos habilitantes serán acreditados por cada uno de 

los integrantes de la figura asociativa, salvo que se dé a entender algo distinto y, en todo caso, se 

realizará de acuerdo con las reglas del pliego de condiciones. 

C. Todos los proponentes deben diligenciar el Formato - Experiencia y los proponentes extranjeros sin 

domicilio o sin sucursal en Colombia deberán diligenciar adicionalmente el Formato – Capacidad 

financiera y organizacional para extranjeros y adjuntar los soportes que ahí se definen.  

D. Los proponentes obligados a estar inscritos en el Registro Único de Proponentes (RUP), deben 

aportar certificado con fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la 

fecha de cierre del proceso de contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del Proceso, 

se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente 

establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

5.1. CAPACIDAD JURÍDICA  

 Para acreditar la capacidad jurídica los proponentes deberán aportar la siguiente documentación: 
 

1. Carta de presentación de la propuesta debidamente firmada por el representante legal si es persona 
jurídica o por el oferente, dentro de la oportunidad y en los lugares señalados en los pliegos de 
condiciones.  Así mismo y solo cuando aplique contar con la autorización de la junta directiva para 
comprometer a la persona jurídica hasta por el valor del contrato a suscribir con el Municipio. 

 
El proponente declarará en la carta de presentación de la propuesta que no se encuentra incurso 
dentro de dichas inhabilidades e incompatibilidades. Para estos efectos, se tendrán en cuenta las 
disposiciones sobre inhabilidades e incompatibilidades previstas en las leyes y concretamente en los 
artículos 8, 9 y 10 de la Ley 80 de 1993 y 61 de la Ley 610 de 2000, Ley 1150 de 2.007 y demás 
normas que rigen la materia. Para el caso de proponentes plurales esta documentación deberá ser 
aportada por cada uno de sus integrantes. 
 



 

 

2. Certificado de Existencia y Representación legal para las personas jurídicas y/o matricula mercantil 
para el caso de personas naturales, estos documentos deberán estar expedidos por la cámara de 
comercio dentro de los treinta (30) días calendario, anteriores a la fecha de cierre de esta 
Convocatoria. Cuando el representante legal de la persona jurídica tenga restricciones para contraer 
obligaciones en nombre de la misma, deberá adjuntar el documento de autorización expresa del 
órgano social competente en el cual conste que está plenamente facultado para presentar la 
propuesta y para firmar el contrato hasta por el valor de la propuesta. Cuando se trate de personas 
jurídicas, su objeto social principal deberá relacionarse con los bienes y/o servicios a contratar. 
 

3. Garantía de seriedad de la oferta 
 

El proponente debe presentar con la propuesta una garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los 
parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 
 
Cualquier error o imprecisión en el texto de la garantía presentada será susceptible de aclaración por el 
proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación. Sin embargo, la no entrega de la garantía 
no es subsanable y se rechazará la oferta. 
 
El proponente presentará la garantía de seriedad de la oferta sobre el valor de la oferta que presentó. 
 
Las características de la garantía son las siguientes: 
 

Característica Condición 

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 
2015, a saber: (i) contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) patrimonio autónomo 
y (iii) garantía bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

ENTIDAD CONTRATANTE 

Amparos 
Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos señalados 
en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del proceso de contratación.  

Valor asegurado Diez por ciento (10%) del presupuesto oficial del proceso de selección. 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón 
social y tipo societario que figura en el certificado de existencia y representación 
legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no solo con su sigla, a no 
ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse 
de esa manera. 

• Para los proponentes plurales: la garantía deberá ser otorgada por todos los 
integrantes del proponente plural, para lo cual se deberá relacionar claramente los 
integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los 
efectos serán los otorgantes de la misma.  

 



 

 

Si en desarrollo del proceso de selección se modifica el cronograma, el proponente deberá ampliar la 
vigencia de la garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se hayan perfeccionado y cumplido los 
requisitos de ejecución del respectivo contrato. 
 
La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la garantía de seriedad de la 
oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal manera que el proponente no podrá retirar 
ni modificar los términos o condiciones de la misma, so pena de que la entidad pueda hacer efectiva la 
garantía de seriedad de la oferta. 
 

4. Podrán libremente participar consorcios y uniones temporales; en tal caso, cada uno de los 
integrantes del consorcio o de la unión temporal deberá ser capaz de contratar con el Municipio. Los 
miembros del consorcio o de la Unión temporal deberán designar la persona que, para todos los 
efectos, representará al consorcio o a la unión temporal y señalarán las reglas básicas que regulen 
las relaciones entre ellos. Las personas jurídicas adjuntarán a su propuesta un certificado de 
existencia y representación legal expedida por quien tenga competencia, según la ley, con una fecha 
de expedición no superior a treinta (30) días anteriores al cierre. La persona jurídica debe acreditar 
que la vigencia de la sociedad es igual a la del plazo del contrato y un (1) año más. En el evento de 
que el representante legal no tenga facultad para presentar la propuesta y suscribir el contrato, por 
exceder las cuantías señaladas en el respectivo mandato, acompañará el documento en el que 
conste la correspondiente autorización del órgano social competente. En caso que el oferente sea 
un consorcio o una unión temporal deberá indicar el porcentaje de participación de cada uno de sus 
integrantes, los cuales no podrán ser modificados sin el consentimiento previo del Municipio. La 
extensión de la participación se indicará en función de los ítems a ejecutar en el proyecto. Los 
integrantes del Consorcio responderán solidariamente por todas y cada una de las obligaciones 
derivadas de la propuesta y del contrato; los integrantes de la Unión temporal responderán de 
acuerdo al porcentaje de su participación porcentual por todas y cada una de las obligaciones 
derivadas de la propuesta y del contrato. En cualquiera de estas dos formas deberán designar a un 
representante del Consorcio o de la unión Temporal. 
 

5. Acreditar estar al día con el pago de aportes a seguridad social: 
 

• Persona jurídica: el proponente persona jurídica debe presentar el Anexo – Pagos de seguridad 
social y aportes legales suscrito por el revisor fiscal, de acuerdo con los requerimientos de ley o por 
el representante legal, bajo la gravedad del juramento, cuando no se requiera revisor fiscal, en el 
que conste el pago de los aportes de sus empleados a los sistemas de salud, riesgos profesionales, 
pensiones y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, al Servicio Nacional de Aprendizaje y  al Fondo Nacional de Formación Profesional para la 
Industria de Construcción, cuando a ello haya lugar. 
 
La entidad no exigirá las planillas de pago. Bastará el certificado suscrito por el revisor fiscal, en los 
casos requeridos por la ley, o por el representante legal que así lo acredite.  
Cuando la persona jurídica está exonerada en los términos previstos en el artículo 65 de la Ley 1819 
de 2016 debe indicarlo en el anexo – Pagos de seguridad social y aportes legales. 



 

 

 
Esta misma previsión aplica para las personas jurídicas extranjeras con domicilio o sucursal en 
Colombia, las cuales deben acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia. 

 

• Persona natural: La proponente persona natural debe acreditar la afiliación a los sistemas de 
seguridad social en salud y pensiones, aportando los certificados de afiliación respectivos o con el 
certificado de pago de la correspondiente planilla.  
 
Los certificados de afiliación se deben presentar con fecha de expedición no mayor a treinta (30) 
días calendario, anteriores a la fecha del cierre del proceso de contratación. En caso de modificarse 
la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia de los 
certificados de afiliación la fecha originalmente establecida en el pliego de condiciones definitivo. 
 

6. Allegar copia de la libreta militar, en caso de que el oferente sea hombre menor de 50 años. 
 

7. Hoja de vida diligenciada en el formato de la función pública. 
 

8. Copia del Registro Único Tributario RUT generado, no superior a 30 días antes del cierre del proceso. 
 

9. Anexar copia del Registro Único de Proponentes RUP debidamente renovado y en firme, con fecha 
de expedición no superior a 30 días anteriores al cierre. 
 

10. Certificado de Antecedentes fiscales (contraloría) expedido dentro de los 30 días anteriores al cierre. 
 

11. Certificado de antecedentes disciplinarios (procuraduría) expedido dentro de los 30 días anteriores 
al cierre. 
 

12. Certificado de antecedentes judiciales (policía), expedido dentro de los 30 días anteriores al cierre. 
 

13. Certificado de medias correctivas: El proponente deberá presentar con su propuesta el Certificado 
de medidas correctivas expedido por la Policía Nacional de conformidad con el artículo 183 de la 
Ley 1801 de 2016, al representante legal y a la persona jurídica; la fecha de expedición del certificado 
no debe ser mayor a los tres meses anteriores a la fecha límite de entrega de las propuestas. Esto 
aplica también para los integrantes de Consorcios o Uniones Temporales y al proponente persona 
natural. 
 

14. Copia Cédula de ciudadanía del proponente si es persona natural o de su representante legal si se 
trata de persona jurídica o proponente plural. 

 
15. Suscribir y diligenciar la autorización de consulta de inhabilidades por delitos contra niñas y 

adolescentes. Ley 1918 de 2018 reglamentada por el Decreto 753 de 2019. Ver anexo del pliego de 
condiciones. Este documento deberá ser suscrito por el proponente como persona natural o el 
representante legal de la persona jurídica. O por las personas naturales integrantes de un 



 

 

proponente plural (Unión Temporal o Consorcio) o representantes legales de las personas jurídicas 
como integrantes de un proponente plural. 
 

16. Allegar el certificado referente al registro de deudores alimentarios – REDAM, en cumplimiento a la 
Ley 2097 de 2021 emitido por el Ministerio de las Tecnologías de la Información y Comunicación 
(MinTic). Este documento deberá ser generado por el proponente como persona natural o el 
representante legal de la persona jurídica. O por las personas naturales integrantes de un 
proponente plural (Unión Temporal o Consorcio) o representantes legales de las personas jurídicas 
como integrantes de un proponente plural. 

 
5.2. EXPERIENCIA  
 
El Municipio debe verificar con el Registro Único de Proponentes el cumplimiento de los requisitos 
habilitantes. Esta verificación se hará de acuerdo con el Artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 y el 
Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en Procesos de Contratación expedido por 
Colombia Compra Eficiente.  
 
Con el objeto de asegurarnos que el contratista que haya de ser seleccionado además de demostrar la 
idoneidad o de que como empresa o persona natural demuestre la afinidad entre su objeto social y los bienes 
a contratarse, el Municipio requiere que el proponente cumpla con unos requisitos mínimos de experiencia 
que nos den la seguridad de que conoce este tipo de actividades, su manejo y ejecución, administración, 
manejo de personal y de suministros para la misma, transporte, movilización, aspectos técnicos de los bienes 
requeridos y costos así como también de que tiene un conocimiento mínimo de esta región del departamento 
y del país con contratos que haya ejecutado, lo cual igualmente le facilitará al municipio su verificación y 
comprobación; razón por la cual con el ánimo de proteger los intereses municipales y de tener la certeza de 
que el seleccionado cumple con dichos requisitos mínimos, pero también con el ánimo de respetar la 
participación abierta y equitativa de un potencial universo de proponentes, consideramos justo establecer 
como requisito de experiencia los siguientes: 
 
El proponente deberá acreditar la ejecución y liquidación de HASTA DOS (2) contratos con entidades 
públicas o privadas, cuyo objeto y/o alcance corresponda a la operación de programas de suministro de 
alimentos o complementos alimentarios a grupos poblacionales que hayan contemplado la preparación en 
sitio y/o comida caliente transportada, los cuales deberán estar registrados en el RUP y cuyo valor sumado 
sea superior al 100% del presupuesto oficial expresado en SMMLV. Cada uno de los contratos deberá estar 
registrado en el RUP con al menos cuatro (4) de los códigos UNSPSC señalados en el ítem 2.5. del presente 
documento. 
 
 
 
Adicionalmente deberá cumplir con las siguientes condiciones: 
 
-Al menos uno de los contratos deberá haber suministrado diariamente mínimo MIL (1.000) RACIONES. 
-Al menos uno de los contratos deberá tener una duración no inferior a CIEN (100) DÍAS. 



 

 

- Al menos uno de los contratos deberá haber suministrado MÍNIMO SESENTA MIL (60.000) RACIONES. 
 
Para acreditar esta experiencia el proponente deberá aportar copia del contrato, y/o acta de liquidación 
debidamente firmados por las partes. También, podrán aportarse certificaciones contractuales en las cuales 
se evidencie como mínimo la siguiente información: 1) Datos del Contratante 2) Datos del Contratista 3) 
Objeto del contrato y/o alcances del contrato 4) valor del contrato 5) fecha de inicio y fecha de terminación 
del contrato. 
 
5.2.3. EXPERIENCIA PARA MIPYME Y EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES 
 
El Proponente persona natural o jurídica que acredite la calidad de Mipyme o de emprendimiento y empresa 
de mujer con domicilio en el territorio nacional de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.13.2.2 del 
Decreto 1074 de 2015 y los artículos 2.2.1.2.4.2.4. y 2.2.1.2.4.2.14 del Decreto 1082 de 2015, o las normas 
que los modifiquen, sustituyan o complementen, así: 
 
La entidad adopta el criterio diferencial en favor de las Mipyme y Emprendimientos y Empresas de Mujeres 
referentes al número de contratos, para lo cual el proponente podrá acreditar la experiencia descrita en el 
acápite anterior mediante UN (1) contrato adicional, el cual deberá cumplir con las mismas condiciones ya 
establecidas. 
 
CONDICIONES PARA LA ACREDITACIÓN Y VERIFICACIÓN DE EXPERIENCIA 

a) La verificación de experiencia se realizará en el RUP aportado en firme. 
b) El contratista deberá presentar el anexo en el cual relacione los contratos para la acreditación de 

experiencia, en los cuales se relacione el número consecutivo de experiencia registrada en el RUP. 
c) No se aceptará la acreditación de experiencia a través de subcontratos. 
d) Cuando un proponente adquiere experiencia en un contrato como integrante de un contratista plural 

(consorcio, unión temporal), la experiencia derivada de ese contrato corresponde a la ponderación 
del valor del contrato expresado en SMMLV por el porcentaje de participación. 

e) En caso que la experiencia acreditada se haya ejecutado en consorcio conformado por los mismos 
consorciados se tomará como un solo contrato. 

f) La conversión a salarios mínimos (SMMLV) para toda la información presentada se tendrá en cuenta 
lo relacionado en el Registro Único de Proponentes expedido en la cámara de comercio. 

g) Si el proponente no acredita la experiencia de la manera descrita en este numeral, la propuesta será 
evaluada como NO CUMPLE. 

h) No se tendrá en cuenta la experiencia diferente a la solicitada.  
i) La entidad podrá solicitar aclaraciones de la información presentada o la documentación aportada 

según lo considere necesario el Comité Evaluador. La cual será requerida en el informe preliminar y 
será aportado en el término del traslado del informe de evaluación establecido en el cronograma del 
proceso de selección. 

5.3. CAPACIDAD FINANCIERA  

Los proponentes Los indicadores de capacidad financiera contenidos en el artículo numeral 3 del 
2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 y que, en consecuencia, deben estar contenidos en el RUP son: 



 

 

Índice de Liquidez = Activo Corriente / Pasivo Corriente, el cual determina la capacidad que tiene 
un proponente para cumplir con sus obligaciones de corto plazo. A mayor índice de liquidez, menor 
es la probabilidad de que el proponente incumpla sus obligaciones de corto plazo. 

Índice de Endeudamiento = Pasivo Total / Activo Total, el cual determina el grado de 
endeudamiento en la estructura de financiación (pasivos y patrimonio) del proponente. A mayor 
índice de endeudamiento, mayor es la probabilidad del proponente de no poder cumplir con sus 
pasivos. 

Razón de Cobertura de Intereses = Utilidad Operacional / Gastos de Intereses, el cual refleja la 
capacidad del proponente de cumplir con sus obligaciones financieras. A mayor cobertura de 
intereses, menor es la probabilidad de que el proponente incumpla sus obligaciones financieras. 

Para el presente proceso de selección el proponente deberá acreditar la siguiente capacidad financiera: 

INDICADOR DE CAPACIDAD FINANCIERA índice Requerido 

Índice de liquidez: activo corriente / pasivo corriente. Mayor o Igual a 1,16 

Índice de endeudamiento: pasivo total / el activo total. Menor o igual a 0,64 

Razón de cobertura de intereses: utilidad operacional / gastos de 
intereses. 

Mayor o igual a 3,4 

 

En un Proceso de Contratación se pueden presentar oferentes plurales por medio de uniones temporales, 
consorcios y promesas de sociedad futura, la entidad de conformidad con el Manual para realizará la 
verificación del cumplimiento de indicadores de capacidad financiera teniendo en cuenta el porcentaje 
participación del integrante en proponente plural, así: 

 

 
 
Debido a que hay indicadores que resultan de realizar divisiones entre valores, el Municipio establece como 

regla para determinar cómo evaluará el indicador cuando el denominador es cero, pues en este caso no es 

posible realizar esta operación matemática y sería un indicador indeterminado, para este caso se considera 

que el proponente cumple con el requisito. 

5.4. CAPACIDAD ORGANIZACIONAL 

Los indicadores de capacidad organizacional contenidos en el artículo numeral 4 del 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 
1082 de 2015 y que, en consecuencia, deben estar contenidos en el RUP son: 

Rentabilidad sobre patrimonio: Utilidad Operacional / Patrimonio, el cual determina la rentabilidad 
del patrimonio del proponente, es decir, la capacidad de generación de utilidad operacional por cada 



 

 

peso invertido en el patrimonio. A mayor rentabilidad sobre el patrimonio, mayor es la rentabilidad 
de los accionistas y mejor la capacidad organizacional del proponente. 

Rentabilidad sobre activos: Utilidad Operacional / Activo Total, el cual determina la rentabilidad de 
los activos del proponente, es decir, la capacidad de generación de utilidad operacional por cada 
peso invertido en el activo. A mayor rentabilidad sobre activos, mayor es la rentabilidad del negocio 
y mejor la capacidad organizacional del proponente. Este indicador debe ser siempre menor o igual 
que el de rentabilidad sobre patrimonio. 

Para el presente proceso de selección el proponente deberá acreditar la siguiente capacidad organizacional: 

INDICADOR DE CAPACIDAD ORGANIZACIONAL Índice Requerido 

Rentabilidad del patrimonio: utilidad operacional / patrimonio. Mayor o igual a 0,12 

Rentabilidad del activo: utilidad operacional / activo total. Mayor o igual a 0,08 

 

NOTAS: 
 
En un Proceso de Contratación se pueden presentar oferentes plurales por medio de uniones temporales, 
consorcios y promesas de sociedad futura, la entidad de conformidad con el Manual para realizará la 
verificación del cumplimiento de indicadores de capacidad financiera teniendo en cuenta el porcentaje 
participación del integrante en proponente plural, así: 
 

 
Todo indicador que se encuentre negativo, se tomará por la entidad como cero (0).  

EVALUACIÓN DE CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL 

La entidad realizará la evaluación de la capacidad financiera y organizacional de conformidad con:  
 

• El Decreto 1041 de 2022, en su artículo 1º señala: 
 
“Adición del parágrafo transitorio 3 al artículo 2.2.1.1.1.5.2. del Decreto 1082 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional. Adiciónese el parágrafo transitorio 
3 al artículo 2.2.1.1.1.5.2. de la Subsección 5 de la Sección 1 del Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 
2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación 
Nacional, el cual quedará así: 
 
“PARÁGRAFO TRANSITORIO 3. En el año 2023, para efectos de la inscripción o renovación del 
Registro Único de Proponentes, el interesado reportará la información contable de que tratan los 



 

 

numerales 1.3 y 2.3 de este artículo, correspondiente a los últimos tres (3) años fiscales anteriores 
al respectivo acto. 
 
En aquellos eventos en que el proponente no tenga la antigüedad suficiente para aportar la 
información financiera correspondiente a los tres (3) años descritos en el inciso anterior, podrá 
acreditar dicha información desde su primer cierre fiscal. 
 
El proponente que tenga o haya tenido inscrita en la cámara de comercio la información de la 
capacidad financiera y organizacional de los años 2020 y/o 2021, no deberá presentar la información 
que repose en la respectiva cámara de comercio, la cual conservará la firmeza para efectos de su 
certificación.” 

 
El artículo 2º del ibidem, reza:  
 

“Modificación de los parágrafos transitorios 1 y 2 del artículo 2.2.1.1.1.5.6. del Decreto 1082 de 2015, 
Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional. Modifíquense los parágrafos 
transitorios 1 y 2 del artículo 2.2.1.1.1.5.6. de la Subsección 5 de la Sección 1 del Capítulo 1 del 
Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Planeación Nacional, los cuales quedarán así: 
 
“PARÁGRAFO TRANSITORIO 1. De conformidad con los parágrafos transitorios del artículo 
2.2.1.1.1.5.2. del presente Decreto, los requisitos e indicadores de la capacidad financiera y 
organizacional de que trata el literal (b) del artículo 2.2.1.1.1.5.6. de este Decreto corresponderán a 
los últimos tres (3) años fiscales anteriores a la inscripción o renovación, dependiendo de la 
antigüedad del proponente. En armonía con lo anterior, a partir del 1 de julio de 2021, las cámaras 
de comercio certificarán la información de que tratan los parágrafos transitorios 1, 2 y 3 del artículo 
2.2.1.1.1.5.2. de este Decreto. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 2. El proponente que cuente con inscripción activa y vigente en el 
RUP, que reporte la información de la capacidad financiera y organizacional, señalada en los 
parágrafos transitorios 1, 2 y 3 del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del presente Decreto, deberá presentarla en 
el formato unificado que las cámaras de comercio dispongan para tal efecto.” 

 
5.5. CAPACIDAD TÉCNICA 
 
5.5.1. CAPACIDAD INSTALADA Y PLANTA DE PREPARACIÓN DE RACIÓN PREPARADA EN SITIO 
 
De conformidad con lo señalado en los lineamientos técnico-administrativos para la operación del PAE, 

expedidos por la UaPA (MEN), los proponentes deberán acreditar que cuentan con instalaciones locativas 

aptas para realizar el almacenaje, embalaje, preparación de entregas y distribución de víveres, y la 

preparación de la ración caliente, la cual debe contar mínimo con lo siguiente: 

 



 

 

a) Equipos de refrigeración y congelación, sistemas de transporte (carretillas, carritos y bandas 

transportadores, selladoras, etc.) implementos de almacenamiento (canastillas, estibas, etc.) y equipos de 

medición (grameras, basculas, termómetro); las instalaciones deben cumplir con las normas higiénico –

sanitarias establecidas en el decreto 3075 de 1997 y las demás normas vigentes y debe ser de uso exclusivo 

para el almacenamiento y distribución de alimentos. 

 

b) Las instalaciones deben contar con concepto sanitario favorable en un porcentaje superior al 90% 

expedido por la Secretaría de Salud Municipal y estar ubicadas en el Municipio. 

 

c) El (los) inmuebles acreditados deberán ser de propiedad del proponente singular o integrantes del 

proponente plural, para lo cual deberá aportar fotocopia del certificado de libertad y tradición del inmueble en 

el cual conste que el área de las instalaciones es superior a 90 M2 para la capacidad instalada y un área 

adicional para planta de preparación de la ración caliente para trasportar superior 100 M2. Certificado de 

tradición y libertad con una fecha de expedición no mayor a 30 días calendario al cierre del proceso. 

 

En caso de no ser propietario del inmueble y tampoco tener un inmueble arrendado, deberá aportar carta de 

intención suscrita por el propietario del inmueble en la cual se comprometa a que arrendará el bien inmueble 

en caso de resultar favorecido con la adjudicación del contrato, así como el certificado de libertad y tradición 

del inmueble con una fecha de expedición no mayor a 30 días calendario al cierre del proceso. 

 

Dicha exigencia obedece a que las instalaciones resultan indispensables para la prestación del servicio de 

alimentación escolar, puesto que no todas las instituciones educativas cuentan con la dotación e 

infraestructura necesaria para almacenar los víveres en condiciones óptimas. 

 

En consecuencia debe el operador contar con las instalaciones solicitadas para el embalaje y 

almacenamiento de los alimentos, teniendo en cuenta que es imperante para el éxito del programa que 

cuando en las Instituciones Educativas no existan condiciones de infraestructura y dotación o condiciones 

sanitarias para la prestación del servicio, el contratista logre un pronto suministro y garantice la disponibilidad 

de elementos y equipos que permitan  el servido en las instituciones educativas, de tal forma, que se 

conserven las condiciones de higiene, inocuidad y temperatura. Es por ello, que se solicita que las 

instalaciones estén ubicadas en el Municipio de ejecución del Contrato pues de otra manera la distancia y 

demás imprevistos, harían que el programa no se ejecutara en los términos de calidad señalados en los 

Lineamientos Técnico Administrativos del PAE. 

 

Las instalaciones deberán ser acreditadas una para cada una de las modalidades a suministrar, es decir 

deben acreditarse instalaciones para ración industrializadas y ración preparada en sitio. 

 

5.5.2. MANEJO HIGIÉNICO SANITARIO 

 

El transporte, almacenamiento, producción y distribución de alimentos en la ejecución del PAE están 

enmarcados por los parámetros establecidos en el Decreto 3075 de 1997, resolución 2674 de 2013 y las 



 

 

demás normas vigentes, y para el caso específico del trasporte de alimentos perecederos, por los definidos 

en la Resolución 2505 de 2004. 

 

Para garantizar la inocuidad de los alimentos preparados, además de manejar unas buenas prácticas 

higiénicas por parte de quien los manipule, se deben contar y aportar en su propuesta de manera especial 

lo siguiente: 

 

Plan de Saneamiento Básico 

 

La Resolución 335 de 2021, establece que cada operador debe elaborar y disponer de un plan de 

saneamiento por escrito, acorde y articulado con la ETC que contemple los programas de limpieza y 

desinfección, manejo de residuos, control de plagas y monitoreo de calidad del agua (suministro y 

abastecimiento) para cada uno de los lugares (establecimientos educativos, plantas de ensamble, bodegas, 

plantas de proceso) donde funcionará el PAE independientemente de la modalidad de entrega, con objetivos 

claramente definidos de acuerdo con las características propias de cada operación, y que debe estar 

soportado con sus respectivos cronogramas de ejecución, planillas de registro, control de actividades y 

procedimientos. 

 

Programa de Limpieza y Desinfección 

 

En todos los establecimientos donde se manipulan alimentos es indispensable la correcta aplicación de un 

programa de limpieza y desinfección para cumplir las condiciones higiénico-sanitarias, por lo que su 

elaboración debe tener una base científica y técnica actualizada y su ejecución será responsabilidad del 

operador acorde al volumen de la operación y modalidad de atención en cada territorio. El objeto de este 

programa es estandarizar el procedimiento de cumplimiento y verificación en donde se desarrolle cada uno 

de los procesos de limpieza y desinfección que se consideran necesarios para mantener los equipos y áreas 

con un grado adecuado de higiene, así como las actividades de registro y verificación. Se debe establecer y 

garantizar en este programa todos los procedimientos de limpieza y desinfección dirigidos a las áreas y 

superficies utilizadas en el servicio de alimentos (áreas de almacenamiento, recepción, preparación, 

distribución, consumo, así como cuartos fríos, equipos, y menaje de servicio, tales como: platos, bandejas, 

cucharas, pocillos, vasos, utensilios de cocina, entre otros); incluyendo los agentes y sustancias utilizadas, 

así como las cantidades, formas de uso, frecuencia de aplicación, concentraciones y responsables; 

igualmente debe incluir los procedimientos de higiene de los manipuladores de alimentos y el control de su 

ejecución. 

 

El operador debe garantizar la entrega y reposición permanente de los implementos e insumos de aseo y 

reposición de aquellos que se degasten por su uso, de acuerdo con la modalidad de suministro empleada y 

siguiendo lo establecido en el anexo de calidad e inocuidad. 

 

Programa de Residuos  

 



 

 

El programa de residuos tiene referencia la política pública de pérdidas y desperdicios de alimentos (Ley 

1990 de 2019), donde se deben buscar diferentes tipos de estrategias para disminuir los excedentes de 

alimentos y/o complementos alimentarios al interior de los establecimientos educativos, teniendo como 

prerrogativa que estos alimentos en primera instancia no deben ser calificados como desechos, y que deben 

ser buscadas alternativas con base en una focalización y priorización por parte de la ETC para su entrega. 

Se hace necesario en el programa establecer procedimientos que favorezcan una eficiente labor de 

recolección, almacenamiento, transporte y disposición de residuos (empaques de alimentos, plásticos, cajas, 

restos de comida, cáscaras, aceites de tipo vegetal y sobrantes en general de tipo orgánico) generados por 

la operación de las áreas de ensamble y/o almacenamiento, sede educativa (modalidad industrializada) o 

comedor escolar. Deben ser contemplados objetivos, planeación de actividades de recolección, cronograma 

y frecuencias de recolección, manejo, clasificación, almacenamiento, transporte, disposición y responsables 

de la ejecución. Se debe disponer de recipientes, locales e instalaciones apropiadas para la recolección y 

almacenamiento de los residuos sólidos, conforme a lo estipulado en las normas sanitarias vigentes. Los 

residuos sólidos ordinarios y especiales deben ser removidos frecuentemente de las áreas de producción y 

disponerse de manera que se elimine la generación de malos olores, evitando así convertirse en el refugio y 

alimento de vectores, animales y plagas que lleven al deterioro ambiental y de salubridad. 

 

Los operadores deberán tener en cuenta lo dispuesto en la Resolución 2184 de 2019, específicamente el 

Articulo 4, respecto al código de colores para la separación de residuos sólidos en la fuente. 

 

Control de plagas 

 

Las plagas, entendidas como artrópodos y roedores deberán ser objeto de un programa de control específico, 

el cual debe involucrar un concepto de control integral, esto apelando a la aplicación armónica de las 

diferentes medidas de control conocidas, con especial énfasis en las radicales y de orden preventivo. Por 

esto, el barrido y limpieza con regularidad ayuda o luchar contra ellos. 

 

La proliferación de plagas contiene mucha relación no sólo con las condiciones estructurales del 

establecimiento, sino con aspectos relacionados al tipo de desechos y los tratamientos de limpieza y 

desinfección cuando no se realizan con eficacia, facilitando una posible infestación por artrópodos y 

roedores. 

 

Dentro del programa de control de vectores, se debe contemplar la planeación de actividades, cronograma, 

productos a utilizar, responsables de las acciones, planillas de registro y seguimiento a los cumplimientos. 

Por esto se aportará con la oferta el certificado de fumigación y control de plagas expedido por la empresa 

competente y/o autorizada para tal fin del punto de almacenamiento y/o bodega, Adicionalmente y posterior 

a la adjudicación se debe generar un diagnóstico en el que se planteen las actividades preventivas a ejecutar, 

dicho documento, debe contemplar las áreas de producción, ensamble, almacenamiento, ubicación de 

barreras, ubicación de productos químicos, observaciones y recomendaciones. 

 

Monitoreo de Calidad del Agua  



 

 

 

El programa de abastecimiento de agua tiene como objetivo principal el garantizar el servicio continuo de 

agua potable para la alimentación escolar, estableciéndose como puntos críticos o variables de control el 

número de hidrantes en las áreas de ensamble y almacenamiento o comedor escolar, así como la presión 

del caudal de agua en estos y la limpieza y mantenimiento de los tanques de reserva. Con el fin de efectuar 

una limpieza y desinfección efectiva, se debe disponer de agua potable a la temperatura y presión requeridas 

en el correspondiente proceso.  

 

Las áreas o lugares de ensamble, almacenamiento o comedores escolares deben contar con un tanque o 

recipientes de agua potable con la capacidad suficiente para atender como mínimo las necesidades 

correspondientes a un día de producción. La construcción y el mantenimiento de dicho tanque o recipiente 

se realizará conforme a lo estipulado en las normas sanitarias vigentes. Para el caso de los comedores 

escolares ubicados en las ruralidades dispersas, es necesario garantizar las condiciones de limpieza y 

desinfección de los recipientes que se tengan para el almacenamiento del agua que se utiliza para la 

preparación de alimentos del comedor escolar. En caso de que el establecimiento no se encuentre conectado 

a una red de acueducto, o no cuente con suministro directo de agua potable, se deberá especificar y detallar 

el método a través del cual se está potabilizando el agua, tanto la que se usa para consumo directo o indirecto 

como la usada en los procedimientos de limpieza y desinfección de alimentos y lugares. 

 
 

6. CRITERIOS DE EVALUACIÓN, ASIGNACIÓN DE PUNTAJE Y CRITERIOS DE DESEMPATE 
 
La entidad calificará las ofertas que hayan cumplido con los requisitos habilitantes con los siguientes 

puntajes:  

Concepto 
Puntaje 
máximo 

Oferta económica 285 

Calidad del servicio 500 

Apoyo a la industria 
nacional 

200 

Vinculación de personas 
con discapacidad 

10 

Emprendimientos y 
empresas de mujeres 

2,5 

Mipyme 2,5 

Total 1000 

 
Las Entidades deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos (2) puntos a los Proponentes que se 

les haya impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha 

prevista para el cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias 



 

 

derivadas del incumplimiento. Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales 

si alguno de sus integrantes se encuentra en la situación anterior.  

La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos administrativos que 

hayan impuesto las multas sean objeto de medios de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 

o las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo contenido en 

el artículo 6 de la Ley 2020 de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 

y las normas que lo modifiquen, sustituyan o reglamenten. 

6.1. OFERTA ECONÓMICA  

Para calificar este factor se tendrá en cuenta el valor total indicado en la propuesta económica o el obtenido 

de la corrección aritmética. La propuesta económica deberá ser allegada en el Sobre No. 2 y firmada.  

El valor de la propuesta económica debe presentarse en pesos colombianos y contemplar todos los costos 

directos e indirectos para la completa y adecuada ejecución de la obra del presente proceso, los riesgos y la 

administración de estos. 

Al formular la oferta, el proponente acepta que estarán a su cargo todos los impuestos, tasas y contribuciones 

establecidos por las diferentes autoridades nacionales, departamentales o municipales y dentro de estos 

mismos niveles territoriales, los impuestos, tasas y contribuciones establecidos por las diferentes 

autoridades. 

Los estimativos técnicos que hagan los proponentes para la presentación de sus ofertas deben tener en 

cuenta que la ejecución del contrato se regirá íntegramente por lo previsto en los documentos del proceso y 

que en sus cálculos económicos deben incluir todos los aspectos y requerimientos necesarios para cumplir 

con todas las obligaciones contractuales y asumir los riesgos previstos en dichos documentos. 

El desglose de los Análisis de Precios Unitarios publicados por la entidad es únicamente de referencia, 

constituye una guía para la preparación de la oferta. Si existe alguna duda o interrogante sobre la 

presentación de estos Análisis de Precios Unitarios y el precio de estudios publicados por la entidad, es 

deber de los Proponente hacerlos conocer dentro del plazo establecido en el Anexo - Cronograma para la 

presentación de observaciones al proyecto de pliego de condiciones para que la Entidad los pueda estudiar. 

6.1.1. CORRECCIONES ARITMÉTICAS 

La Entidad solo efectuará correcciones aritméticas originadas por:  

A. Las operaciones aritméticas a que haya lugar en la propuesta económica cuando exista un error que 

surja de un cálculo meramente aritmético cuando la operación ha sido erróneamente realizada.  



 

 

B. El ajuste al peso ya sea por exceso o por defecto de los precios unitarios contenidos en la propuesta 

económica y del valor del IVA, así: cuando la fracción decimal del peso sea igual o superior a punto 

cinco (0.5) se aproximará por exceso al número entero siguiente del peso y cuando la fracción 

decimal del peso sea inferior a punto cinco (0.5) se aproximará por defecto al número entero.  

La Entidad a partir del valor total corregido de las propuestas asignará el puntaje de conformidad con el 

proceso del numeral 4.1.4.  

6.1.2. PRECIO ARTIFICIALMENTE BAJO 

En el evento en el que el precio de una oferta, al momento de su evaluación, no parezca suficiente para 

garantizar una correcta ejecución del contrato, de acuerdo con la información recogida durante la etapa de 

planeación y particularmente durante el estudio del sector, la entidad aplicará el proceso descrito en el 

artículo 2.2.1.1.2.2.4. del Decreto 1082 de 2015, además podrá acudir a los parámetros definidos en la Guía 

para el manejo de ofertas artificialmente bajas en procesos de Contratación de Colombia Compra Eficiente, 

como un criterio metodológico.  

6.1.3. DETERMINACIÓN DEL MÉTODO PARA LA PONDERACIÓN DE LA PROPUESTA ECONÓMICA 

La Entidad seleccionará el método de ponderación de la propuesta económica de acuerdo con las siguientes 

alternativas: 

Concepto Método 

1 
Mediana con valor 

absoluto 

2 Media geométrica 

3 Media aritmética baja 

4 Menor Valor 

Para determinar el método de ponderación, la Entidad tomará los centavos de la Tasa de Cambio 

Representativa del Mercado (TRM), certificada por la Superintendencia Financiera de Colombia (en su sitio 

web: https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/60819). 

El día de la audiencia efectiva de adjudicación, la entidad iniciará respondiendo y resolviendo las 

observaciones presentadas al informe de evaluación, de conformidad con el numeral 2.6. Acto seguido, la 

entidad iniciará la apertura de los sobres de las ofertas económicas y definirá el método de ponderación de 

las propuestas de acuerdo con la TRM que rija al día hábil siguiente; sin embargo, la entidad debe finalizar 

la apertura de los sobres económicos hasta antes de las 3:00 pm. De conformidad con lo anterior, la entidad 

no podrá abrir los sobres económicos teniendo conocimiento de la TRM que regirá al día hábil siguiente. En 

este sentido, atendiendo a las circunstancias anteriores y las particularidades de cada caso, la entidad podrá 

https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/60819


 

 

optar por suspender la audiencia y reiniciarla cuando lo considere conveniente, de manera que inicie y finalice 

la apertura de los sobres antes de las 3:00 pm del día respectivo.  

En el evento que la entidad deba suspender la audiencia por cualquier motivo, se tendrá como método de 

ponderación el que rija el día hábil siguiente del día en que efectivamente realice la apertura del segundo 

sobre.  

En cualquiera de los supuestos señalados, la entidad debe iniciar y agotar la apertura de los sobres 

económicos y la definición del método de ponderación en un mismo día hasta antes de las 3:00 pm. 

Igualmente, el método definido el día de la apertura del sobre económico seguirá rigiendo aun cuando la 

entidad deba suspender la audiencia.  

Para mayor claridad y, de acuerdo con lo indicado, la TRM que la entidad utilizará para determinar el método 

de ponderación será la que rija el día hábil siguiente del día en que efectivamente sea la apertura del segundo 

sobre. Esto es, la que la Superintendencia Financiera publique en horas de la tarde el día de la apertura del 

segundo sobre. Por ejemplo, si la audiencia de adjudicación se realiza el 10 de febrero de 2020 y ese mismo 

día se abre el segundo sobre, la TRM que se usará para determinar el método de evaluación será la del 11 

de febrero de 2020, que se publica en la tarde del 10 de febrero de 2020.  

El método de ponderación se determinará de acuerdo con los rangos del siguiente cuadro:  

Rango 

(inclusive) 
Número Método 

De 0.00 a 

0.24 
1 

Mediana con valor 

absoluto 

De 0.25 a 

0.49 
2 Media geométrica 

De 0.50 a 

0.74 
3 Media aritmética baja 

De 0.75 a 

0.99 
4 Menor valor 

 

En todos los casos se tendrá en cuenta hasta el séptimo (7°) decimal del valor obtenido como puntaje y las 

fórmulas se aplicarán con las propuestas que no han sido rechazadas y se encuentran válidas. 

Las propuestas que al aplicar las fórmulas obtengan puntajes negativos obtienen cero (0) puntos en la oferta 

económica.  

A. Mediana con valor absoluto 

 



 

 

La entidad calculará el valor de la mediana con los valores de las propuestas hábiles. En esta alternativa se 

entenderá por mediana de un grupo de valores el resultado del cálculo que se obtiene mediante la aplicación 

del siguiente proceso: la Entidad ordena los valores de las propuestas hábiles de manera descendente. Si el 

número de valores es impar, la mediana corresponde al valor central, si el número de valores es par, la 

mediana corresponde al promedio de los dos valores centrales. 

𝑀𝑒 = 𝑀𝑒𝑑𝑖𝑎𝑛𝑎(𝑉1; 𝑉2. . ; … 𝑉𝑚) 

Donde: 

• 𝑉𝑖: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

• m: Es el número total de propuestas económicas válidas recibidas por la Entidad Estatal. 

• Me: Es la mediana calculada con los valores de las propuestas económicas válidas. 

 

Bajo este método la entidad asignará puntaje así:  

I. Si el número de valores de las propuestas hábiles es impar, el máximo puntaje será asignado a la 

propuesta que se encuentre en el valor de la mediana. Para las otras propuestas, se utiliza la 

siguiente fórmula: 

 

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 = [{1 − |
𝑀𝑒 − 𝑉𝑖
𝑀𝑒

|} ∗ 𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑚á𝑥𝑖𝑚𝑜] 

Donde: 

• Me: Es la mediana calculada con los valores de las propuestas económicas válidas. 

• 𝑉𝑖: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 

II. Si el número de valores de las propuestas hábiles es par, se asignará el máximo puntaje a la 

propuesta que se encuentre inmediatamente por debajo de la mediana. Para las otras propuestas, 

se utiliza la siguiente fórmula 

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 = [{1 − |
𝑉𝑀𝑒 − 𝑉𝑖
𝑉𝑀𝑒

|} ∗ 𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑚á𝑥𝑖𝑚𝑜] 

Donde: 

• 𝑉𝑀𝑒: Es el valor de la propuesta económica válida inmediatamente por debajo de la mediana. 

• 𝑉𝑖: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 

B. Media Geométrica 

 



 

 

Para calcular la Media Geométrica se tomará el valor de las propuestas hábiles para el respectivo factor de 

calificación para asignar el puntaje de conformidad con el siguiente procedimiento:  

 

𝑀𝐺 = √𝑉1 ∗ 𝑉2 ∗ 𝑉3 ∗ … ∗ 𝑉𝑛
𝑛

 

Donde:  

• MG: Es la media geométrica de todas las ofertas habilitadas.  

• V1: Es el valor de una propuesta habilitada. 

• Vn: Es el valor de la propuesta n habilitada.  

• n: La cantidad total de propuestas habilitadas.  

 

Para efectos de la asignación de puntaje se tendrá en cuenta lo siguiente: se asignará el máximo puntaje al 

valor de la propuesta que se encuentre más cerca (por exceso o por defecto) al valor de la media geométrica 

calculada para el factor correspondiente. 

Las demás propuestas recibirán puntaje de acuerdo con la siguiente ecuación: 

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 = 𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑚á𝑥𝑖𝑚𝑜 ∗ (1 − (
|𝑀𝐺 − 𝑉𝑖|

𝑀𝐺
)) 

Nota: Cuando el resultado de la formula anterior sea un número negativo, se asignará 0,0 puntos. 

 

C. Media Aritmética Baja 

 

Consiste en determinar el promedio aritmético entre la propuesta válida más baja y el promedio simple de 

las ofertas hábiles para calificación económica. 

𝑋𝐵̅̅̅̅ =
(𝑉𝑚𝑖𝑛 + 𝑋̅)

2
 

Donde: 

• 𝑉𝑚𝑖𝑛: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

• 𝑋̅: Es el promedio aritmético simple de las propuestas económicas válidas. 

• 𝑋𝐵̅̅̅̅ : Es la media aritmética baja. 

 

La Entidad procederá a ponderar las propuestas de acuerdo con la siguiente formula:  



 

 

 

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 =

{
 
 
 

 
 
 𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑚á𝑥𝑖𝑚𝑜 ∗ (1 − (

𝑋𝐵̅̅̅̅ − 𝑉𝑖

𝑋𝐵̅̅̅̅
))  𝑃𝑎𝑟𝑎 𝑣𝑎𝑙𝑜𝑟𝑒𝑠 𝑚𝑒𝑛𝑜𝑟𝑒𝑠 𝑜 𝑖𝑔𝑢𝑎𝑙𝑒𝑠 𝑎 𝑋𝐵̅̅̅̅

 
 
 

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑚á𝑥𝑖𝑚𝑜 ∗ (1 − (
| 𝑋𝐵̅̅̅̅ − 𝑉𝑖 |

𝑋𝐵̅̅̅̅
))  𝑃𝑎𝑟𝑎 𝑣𝑎𝑙𝑜𝑟𝑒𝑠 𝑚𝑎𝑦𝑜𝑟𝑒𝑠 𝑎 𝑋𝐵̅̅̅̅

}
 
 
 

 
 
 

 

Donde: 

• 𝑋𝐵̅̅̅̅ : Es la media aritmética baja. 

• 𝑉𝑖: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 

D. Menor Valor 

 

La Entidad otorgará el máximo puntaje a la oferta económica hábil para calificación económica de menor 

valor. 

𝑉𝑚𝑖𝑛 = 𝑀í𝑛𝑖𝑚𝑜 (𝑉1; 𝑉2. . ; … 𝑉𝑚) 

Donde: 

• 𝑉𝑖: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

• m: Es el número total de propuestas económicas válidas recibidas por la Entidad Estatal. 

• 𝑉𝑚𝑖𝑛: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

 

La Entidad procederá a ponderar las propuestas de acuerdo con la siguiente fórmula:  

 

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 =
𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑚á𝑥𝑖𝑚𝑜 ∗ 𝑉𝑚𝑖𝑛

𝑉𝑖
 

Donde: 

• 𝑉𝑚𝑖𝑛: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

• 𝑉𝑖: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 



 

 

6.2. CALIDAD DEL SERVICIO  

El Factor Calidad tiene un puntaje de hasta QUINIENTOS (500) PUNTOS, y se calculará de acuerdo con los 

siguientes criterios: 

CRITERIO CONDICIÓN 
PUNTAJE MÁXIMO A 

ASIGNAR 

CAPACIDAD INSTALADA 

Por cada 5 M2 adicionales que ofrezca de capacidad 

instalada que resulte de la sumatoria de los inmuebles 

para cada modalidad se le asignaran 10 puntos hasta 

alcanzar máximo 20,75 puntos.  

 

La evaluación de las propuestas consistirá en verificar 

mediante visita técnica el cumplimiento de los mínimos 

requeridos para la capacidad instalada ofrecida y la 

información referente a edificaciones e instalaciones. La 

presentación y aceptación de estos documentos le 

permitirá al proponente cumplir con el ofrecimiento técnico 

de su propuesta. 

  

La verificación de la bodega se llevará a cabo durante el 

período de evaluación mediante la realización de una 

visita a cada bodega, con el objeto de verificar la 

información consignada en el Anexo Técnico del pliego 

de condiciones, teniendo en cuenta los siguientes 

parámetros:  

 

a. La visita se realizará dentro del periodo de evaluación 

de las propuestas del año en curso. 

 

b. La visita se realizará por parte de un equipo 

evaluador. Una vez determinada la idoneidad de 

almacenamiento de cada oferente, este será el 

insumo para establecer el cumplimiento del 

ofrecimiento técnico de este aspecto.  

 

c. Las condiciones exigidas para el almacenamiento son 

obligatorias y de estricto cumplimiento, las cuales se 

encuentran consignadas en el Anexo Técnico el cual 

se adjunta y hace parte integral del pliego de 

condiciones. De no cumplir la bodega (as) ofertadas 

con los requisitos exigidos en el Anexo Técnico 

darán lugar al Rechazo Técnico de la propuesta.  

 

Para poder obtener puntaje el proponente deberá cumplir 

con las condiciones indicadas en el Anexo Técnico, solo 

así podrá ser acreedor de puntuación alguna por el mayor 

número de m2 ofrecidos.  

20 PUNTOS 



 

 

EQUIPO DE TRANSPORTE 

2 vehículo adicional que ofrezca el proponente (que 

cumpla con los requisitos del numeral 8.1.6.) se le 

asignaran 90 puntos. Y en donde los vehículos ofertados 

adicionalmente deben ser para transporte de carga en frio.  

90 PUNTOS 

PERSONAL 

MANIPULADOR DE 

ALIMENTOS 

El proponente que oferte en un porcentaje (%) igual al 

50% de su personal manipulador de Alimentos del número 

solicitado y que pertenezcan al nivel A y/o B del Sisbén se 

asignaran 200 puntos 

 

Si se aportan más del número de manipuladoras 

solicitadas, solo se tendrán en cuenta los primeros en el 

orden de foliatura.  

 

Para la obtención del puntaje el proponente deberá 

anexar la hoja de vida de cada manipulador que cumpla 

individualmente con los siguientes documentos:  

 

a. Cedula de ciudadanía.  

b. Ficha de Sisben actualizada. 

c. Certificación medica en la cual conste el buen 

estado de salud y la aptitud para manipular 

alimentos de acuerdo a lo establecido en la 

normatividad sanitaria vigente, la certificación 

deberá presentar fecha de expedición no mayor a 

un año con relación a la presentación de la 

propuesta.  

d. Certificación o diploma del curso de buenas 

prácticas de manufacturas y prácticas higiénicas de 

manipulación de alimentos de 10 horas mínimas.  

e. Experiencia de mínimo quince (15) meses en 

máximo tres (03) contratos cuyo objeto sea la 

ejecución del programa de alimentación escolar.  

f. Carta de intención firmada por la manipuladora. 

g. Carta de vecindad expedida por la autoridad y/o 

funcionario competente  

 

El cien por ciento del personal ofertado para la 

obtención del puntaje debe residir en el Municipio 

de . o sus corregimientos, y deben estar certificadas 

por la autoridad municipal competente, mediante 

carta de vecindad no menor a dos meses de 

expedición contados a partir de la fecha de apertura 

del presente proceso. 

250 PUNTOS 



 

 

INCLUSIÓN SOCIAL 

El proponente que aporte dentro de su propuesta un 

listado de proveedores y que su porcentaje para compras 

sea igual o mayor al 100 % del ámbito local Municipal, del 

número total aportado se le asignaran 100 puntos. 

 

Para la obtención de los puntos el número de proveedores 

no puede ser menor a 8. 

 

El oferente debe aportar Documento suscrito por el 

Representante Legal en caso de ser persona jurídica, o 

por la persona natural, en donde conste la relación 

comercial que existe con el oferente o con alguno de sus 

integrantes, anexo a este documento se debe adjuntar 

Certificado de Existencia y Representación Legal o 

Certificado de matrícula mercantil expedido por la cámara 

de comercio no mayor a 30 días de expedición y que su 

actividad comercial principal sea elaboración y/o 

procesamiento y/o comercialización de productos 

alimenticios. 

100 PUNTOS 

PROFESIONAL DE 

SEGURIDAD EN SALUD Y 

EL TRABAJO 

El Proponente que aporte dentro de su propuesta la Hoja 

de Vida de un Profesional, Especialista en SG- SST, con 

una experiencia profesional no menor a 3 años contados 

a partir de la expedición de la licencia profesional y con 

experiencia especifica en proyectos relacionados con 

alimentación a población vulnerable, se le asignaran 10 

puntos. 

 

Esto con el fin de garantizar una correcta ejecución del 

SG-SST. 

10 PUNTOS 

PLAN DE CALIDAD 

El oferente que realice mejoras al plan de calidad básico 

y aporte el medio de prueba del compromiso de mejora 

recibirá hasta un máximo de 30 puntos 

30 PUNTOS 

 

El factor de medición del plan de calidad será el factor de definición legal de cada una de las actividades 

descritas en el Anexo Técnico Calidad e Inocuidad, con respecto a la superación numérica o adicional de la 

exigencia legal, anexar el mejoramiento o adicional de cada una de las actividades descritas a continuación: 

 

 



 

 

 

6.3. APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL 

Los Proponentes pueden obtener puntaje de apoyo a la industria nacional por: i) Servicios Nacionales o con 

Trato Nacional o por ii) la incorporación de componente nacional en servicios extranjeros. La Entidad en 

ningún caso otorgará simultáneamente el puntaje por ambos aspectos. 

Los puntajes para estimular a la industria nacional se relacionan en la siguiente tabla: 

Concepto Puntaje 

Promoción de Servicios 

Nacionales o con Trato Nacional 
200 

Incorporacion de componente 

nacional en servicios extranjeros 
50 

6.3.1. PROMOCIÓN DE SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL  

En los contratos que deban cumplirse en Colombia, el servicio es nacional cuando además de ofertarse por 

una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de 

conformidad con la legislación colombiana o por un Proponente Plural conformado por estos o por estos y 

un extranjero con Trato Nacional, (i) usa el o los bienes nacionales relevantes definidos por la Entidad Estatal 

para el desarrollo de la obra o (ii) vincula el porcentaje mínimo de personal colombiano, según corresponda. 

En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén sometidos 

a la legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una persona natural colombiana o 

por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación 

colombiana o por un Proponente Plural conformado por estos, sin que sea necesario el uso de bienes 

colombianos o la vinculación de personal colombiano. 



 

 

En el caso de los Proponentes extranjeros con trato nacional que participen en el Proceso de Contratación 

de manera singular o mediante la conformación de un Proponente Plural podrán definir si aplican las reglas 

previstas en este numeral, o si por el contrario, deciden acogerse a la regla de origen de su país. Para definir 

la regla aplicable al proceso, el Proponente extranjero con trato nacional así lo manifestará con el 

diligenciamiento de la opción 3 del Formato – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional. En 

el caso que no se diligencie la opción 3 del Formato – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato 

Nacional, la Entidad Estatal deberá evaluar la oferta de acuerdo con las reglas previstas en este numeral.  

El puntaje de apoyo a la industria nacional a los Proponentes que se comprometan a vincular al desarrollo 
del objeto contractual un porcentaje de empleados o contratistas por prestación de servicios colombianos, 
de al menos el cuarenta por ciento (40 %), del personal requerido para el cumplimiento del contrato.  
 
En el caso de Proponentes Plurales, todos, varios o cualquiera de sus integrantes podrá vincular un 
porcentaje de empleados o contratistas por prestación de servicios colombianos, de al menos el cuarenta 
por ciento (40 %) del personal requerido para el cumplimiento del contrato.  
 
Además de la incorporación del bien nacional relevante o del porcentaje de personal colombiano requerido 
para la ejecución del contrato, tratándose de Proponentes Plurales, su composición deberá estar acorde con 
lo exigido por la noción de Servicios Nacionales prevista en el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 
2015, de lo que dependerá la franja del puntaje aplicable en lo referente al apoyo de la industria nacional.  
 
A tales efectos en la siguiente tabla se indican las posibles composiciones de Proponentes Plurales, la regla 

de origen que les aplica en virtud de dicha conformación, así como la franja de puntaje correspondiente:  

No. 
Composición del 

Proponente Plural 

Regla de origen 

aplicable 
Puntaje aplicable 

1. 
Únicamente integrantes 

colombianos 
Decreto 1082 de 2015 

Promoción de 

Servicios Nacionales 

o con Trato Nacional 

(4.3.1) 

2. 

Colombianos en asocio con 

extranjeros con trato 

nacional 

Decreto 1082 de 2015 

Promoción de 

Servicios Nacionales 

o con Trato Nacional 

(4.3.1) 

3. 

Únicamente integrado por 

extranjeros con trato 

nacional 

La regla de origen del 

país con el que se tenga 

acuerdo comercial o la del 

Decreto 1082 de 2015. Si 

el Proponente Plural no 

especifica a cuál regla se 

Promoción de 

Servicios Nacionales 

o con Trato Nacional 

(4.3.1) 



 

 

No. 
Composición del 

Proponente Plural 

Regla de origen 

aplicable 
Puntaje aplicable 

acoge, se aplicará la del 

Decreto 1082 de 2015. 

4. 

Proponente plural en el que 

al menos uno de los 

integrantes es extranjero sin 

trato nacional. 

No aplica la regla de 

origen del Decreto 1082 

de 2015, ni la de los 

países de origen. 

Incorporación de 

componente nacional 

en servicios 

extranjeros (4.3.2) 

 

6.3.1.1. ACREDITACIÓN DEL PUNTAJE POR SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL 

La Entidad asignará hasta DOSCIENTOS (200) PUNTOS a la oferta de: i) Servicios Nacionales o ii) con 

Trato Nacional.  

Para que el Proponente nacional obtenga puntaje por Servicios Nacionales debe presentar, además del 

Formato – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional, alguno de los siguientes documentos, 

según corresponda:  

A. Persona natural colombiana: La cédula de ciudadanía del Proponente. 

B. Persona natural extranjera residente en Colombia: La visa de residencia que le permita la ejecución del 

objeto contractual de conformidad con la ley.  

C. Persona jurídica constituida en Colombia: El certificado de existencia y representación legal emitido por 

alguna de las cámaras de comercio del país.  

 

Para que el Proponente extranjero con trato nacional obtenga el puntaje por apoyo a la industria nacional por 

promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional solo deberá presentar el Formato – Promoción de 

Servicios Nacionales o con Trato Nacional.  

 

Para el Proponente extranjero con trato nacional que diligencie la opción 3 del Formato – Promoción de 

Servicios Nacionales o con Trato Nacional obtenga el puntaje por Trato Nacional, deberá acreditar que los 

servicios son originarios de: a) los Estados mencionados en la sección de acuerdos comerciales aplicables 

al presente Proceso de Contratación; b) los Estados en los cuales si bien no existe Acuerdo Comercial, el 

Gobierno Nacional ha certificado que los oferentes extranjeros gozan de Trato Nacional; en los términos del 

artículo 2.2.1.2.4.1.3. del Decreto 1082 de 2015; o c) los Estados miembros de la Comunidad Andina de 

Naciones. Para esto, deberá demostrar que cumple con la regla de origen contemplada para los Servicios 

Nacionales del respectivo país, allegando la información y/o documentación que sea requerida.  

El Proponente nacional podrá subsanar la falta de presentación de la cédula de ciudadanía o del certificado 

de existencia y representación legal para acreditar el requisito habilitante de capacidad jurídica. No obstante, 



 

 

no podrá subsanar esta circunstancia para la asignación del puntaje por Promoción de Servicios Nacionales 

o con Trato Nacional.  

La Entidad asignará el puntaje por apoyo a la industria nacional por promoción de Servicios Nacionales o 

con Trato Nacional al Proponente Plural conformado por nacionales cuando cada uno de sus integrantes 

presente alguno de los documentos indicados en este numeral, según corresponda. A su vez, el 

representante del Proponente Plural deberá diligenciar el Formato – Promoción de Servicios Nacionales o 

con Trato Nacional. Cuando uno o varios de sus integrantes no cumplan con las condiciones descritas, el 

Proponente Plural no obtendrá puntaje por Promoción de Servicios Nacionales o Trato Nacional. 

6.3.2. INCORPORACIÓN DE COMPONENTE NACIONAL EN SERVICIOS EXTRANJEROS 

La Entidad Estatal asignará CINCUENTA (50) PUNTOS a los Proponentes extranjeros sin derecho a Trato 

Nacional o a Proponentes Plurales en los que al menos uno de sus integrantes sea un extranjero sin derecho 

a Trato Nacional, que incorporen a la ejecución del contrato más del noventa por ciento (90 %) del personal 

técnico, operativo y profesional de origen colombiano. 

Por otro lado, el Proponente que ofrezca personal colombiano con títulos académicos otorgados en el exterior 

deberá acreditar la convalidación de estos títulos en Colombia ante el Ministerio de Educación Nacional. En 

este sentido, para acreditar los títulos académicos otorgados en el exterior se requiere presentar la 

Resolución expedida por el Ministerio de Educación Nacional que convalida el título obtenido en el exterior. 

Para recibir el puntaje por incorporación de componente colombiano, el representante legal o el apoderado 

del Proponente deberá diligenciar el Formato – Incorporación de Componente Nacional en Servicios 

Extranjeros en el cual manifieste bajo la gravedad de juramento que incorporará en la ejecución del contrato 

más del noventa por ciento (90%) de personal técnico, operativo y profesional de origen colombiano, en caso 

de resultar adjudicatario del Proceso de Contratación. 

La Entidad Estatal únicamente otorgará el puntaje por promoción de la incorporación de componente 

nacional cuando el Proponente que presente el Formato – Incorporación de Componente Nacional en 

Servicios Extranjeros no haya recibido puntaje alguno por promoción de Servicios Nacionales o con Trato 

Nacional. 

El Formato – Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros solo debe ser aportado por 

los Proponentes extranjeros sin derecho a trato nacional que opten por incorporar personal colombiano. En 

el evento que un Proponente extranjero sin derecho a Trato a Nacional o un Proponente Plural en el que al 

menos uno de sus integrantes sea un extranjero sin Trato Nacional, en lugar del Formato – Incorporación de 

Componente Nacional en Servicios Extranjeros, presente el Formato – Promoción de Servicios Nacionales 

o con Trato Nacional, no habrá lugar a otorgar puntaje por el factor del numeral 4.3.1. del documento base 

ni por el regulado en este numeral.  

En caso de no efectuar ningún ofrecimiento, el puntaje por este factor será de cero (0). 



 

 

6.4. VINCULACIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD  

La entidad asignará un (1) punto al proponente que acredite el número mínimo de personas con discapacidad 

de acuerdo con el número total de trabajadores de la planta de su personal en los términos señalados en el 

artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 de 2015 (adicionado por el Decreto 392 de 2018).  

Para esto debe presentar: i) el Formato – Vinculación de personas con discapacidad – suscrito por la persona 

natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda en el cual certifique el número total de 

trabajadores vinculados a la planta de personal del proponente o sus integrantes a la fecha de cierre del 

proceso de selección ii) acreditar el número mínimo de personas con discapacidad en su planta de personal, 

de conformidad con lo señalado en el certificado expedido por el Ministerio de Trabajo, el cual deberá estar 

vigente a la fecha de cierre del proceso de selección. 

Para los proponentes plurales, la entidad tendrá en cuenta la planta de personal del integrante del proponente 

plural que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40%) de la experiencia requerida para el proceso de 

contratación. Este porcentaje de experiencia se tomará sobre el “Valor mínimo a certificar (como % del 

Presupuesto Oficial de obra expresado en SMMLV)”, sin importar si la experiencia es general o específica. 

El Formato, en el caso de los proponentes plurales, debe suscribirse por la persona natural o el representante 

legal de la persona jurídica que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40%) de la experiencia requerida 

para el proceso de contratación. 

6.5. EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES  

La Entidad asignará un puntaje de DOS PUNTO CINCO (2,5) PUNTOS al Proponente que acredite la calidad 

de emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en el territorio nacional de conformidad con lo 

previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015 o la norma que lo modifique, sustituya o 

complemente. 

Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el Formato – Acreditación de emprendimientos 

y empresas de mujeres y aportar la documentación requerida. Si el Proponente debió subsanar la entrega 

de dicho formato y/o los documentos exigidos para probar esta condición será válido para el criterio 

diferencial en cuanto al requisito habilitante relacionado con el número de contratos aportados para 

demostrar la experiencia solicitada. Sin embargo, no se tendrán en cuenta para la asignación de puntaje, 

por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje solo se otorgará si por lo menos uno de los integrantes 

acredita la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres y tiene una participación igual o superior al 

diez por ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 

La asignación de este puntaje no excluye la aplicación del puntaje para Mipyme. 



 

 

6.6. MIPYME DOMICILIADA EN COLOMBIA 

La Entidad otorgará un puntaje de DOS PUNTO CINCO (2,5) PUNTOS al Proponente que acredite la calidad 

de Mipyme domiciliada en Colombia de conformidad con artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en 

concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, o la norma que lo 

modifique, complemente o sustituya.  

Así las cosas, para obtener el puntaje, el Proponente entregará copia del certificado del Registro Único de 

Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. Si el Proponente 

debió subsanar la entrega del RUP, éste será válido para los criterios diferenciales en cuanto a los requisitos 

habilitantes relacionados con el número de contratos allegados para demostrar la experiencia solicitada y 

los índices de la Capacidad Financiera y Organizacional. Sin embargo, el certificado no se tendrá en cuenta 

para la asignación del puntaje adicional, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita 

la calidad de Mipyme y tiene una participación igual o superior al diez por ciento (10 %) en el Consorcio o 

en la Unión Temporal.  

6.7. CRITERIOS DE DESEMPATE  

En caso de empate en el puntaje total de dos o más ofertas deberán aplicarse las siguientes reglas de 

acuerdo con cada uno de los numerales, de forma sucesiva y excluyente, para seleccionar al Proponente 

favorecido, respetando en todo caso las obligaciones contenidas en los Acuerdos Comerciales vigentes, 

especialmente en materia de trato nacional: 

1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios extranjeros. 

El Proponente acreditará este factor de desempate de acuerdo con las reglas definidas en el numeral 

4.3.1 y con los documentos señalados en la sección 4.3.1.1 del Pliego de Condiciones. Por tanto, 

este criterio de desempate se probará con los mismos documentos que se presentan para el puntaje 

de apoyo a la industria nacional. Para el caso de los Proponentes Plurales, todos los integrantes 

deberán demostrar el origen nacional de la oferta en las condiciones indicadas en los numerales 

anteriormente citados. 

2. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia. Su acreditación se realizará en los términos del 

parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008, o 

la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, es decir, la condición de mujer cabeza de 

familia y la cesación de esta se otorgará desde el momento en que ocurra el respectivo evento y se 

declare ante un notario. Esta certificación debe tener una fecha de expedición no mayor a treinta (30) 

días calendario anteriores a la fecha del cierre del Proceso de Contratación y en esta deberá 

verificarse el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008. En 



 

 

caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el 

plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones 

definitivo. 

Igualmente, se preferirá la propuesta de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, la cual acreditará esta 

condición de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, 

adicione o sustituya, esto es, cuando se profiera una medida de protección expedida por la autoridad 

competente. En virtud del artículo 16 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, adicione 

o sustituya, la medida de protección la debe impartir el comisario de familia del lugar donde ocurrieron los 

hechos y, a falta de este, del juez civil municipal o promiscuo municipal, o la autoridad indígena en los casos 

de violencia intrafamiliar en las comunidades de esa naturaleza.  

En el caso de las personas jurídicas se preferirá a aquellas en las que participen mayoritariamente mujeres 

cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, para lo cual el representante legal o el 

revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato – Participación mayoritaria de mujeres cabeza 

de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar (persona jurídica)», mediante el cual acreditará, 

bajo la gravedad del juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o 

cuota parte de la persona jurídica está constituida por mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de 

violencia intrafamiliar. Además, deberá probar la condición indicada de cada una de las mujeres que 

participen en la sociedad, aportando los documentos que avalen el cumplimiento de los requisitos, de 

acuerdo con los dos incisos anteriores.  

Finalmente, en el caso de los Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes 

acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 

datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 

adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las mujeres víctimas de violencia 

intrafamiliar, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato – 

Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoricen de manera previa y 

expresa el tratamiento de esta información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

3. Preferir la propuesta presentada por el Proponente que acredite en las circunstancias  establecidas 

en la ley que por lo menos el diez por ciento (10 %) de su nómina está en condición de discapacidad, 

de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 361 de 1997 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 

sustituya, debidamente certificadas por la oficina del Ministerio del Trabajo de la respectiva zona, 

que hayan sido contratados con por lo menos un (1) año de anterioridad a la fecha de cierre del 

presente Proceso de Contratación o desde el momento de la constitución de la persona jurídica 

cuando esta es inferior a un (1) año y que manifieste adicionalmente que mantendrá dicho personal 

por un lapso igual al término de ejecución del contrato, para lo cual deberá diligenciar el «Formato – 



 

 

Vinculación de personas en condición de discapacidad». En caso de modificarse la fecha de cierre 

del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha 

originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

Si la oferta es presentada por un Proponente Plural, el integrante que acredite que el diez por ciento (10 %) 

de su nómina está en condición de discapacidad, en los términos del presente numeral, debe tener una 

participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en la estructura plural y aportar como mínimo 

el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta.  

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata este numeral se acreditará con el certificado de 

aportes a seguridad social del último año o del tiempo de su constitución cuando su conformación sea inferior 

a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador.  

4. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite la vinculación en mayor proporción de 

personas que no sean beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que hayan 

cumplido el requisito de edad de pensión establecido en la ley. Para ello la persona natural, el 

representante legal de la persona jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el 

«Formato – Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia 

– (Empleador – Proponente)», mediante la cual certificará bajo la gravedad del juramento las 

personas vinculadas en su nómina y el número de trabajadores que no son beneficiarios de la 

pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que cumplieron el requisito de edad de pensión. Solo 

se valdrá la vinculación de aquellas personas que se encuentren en las condiciones descritas y que 

hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir de la fecha 

del cierre del Proceso de Contratación. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se tendrá 

en cuenta a aquellos que hayan estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona 

jurídica. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para 

establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de 

Condiciones definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado 

de aportes a la seguridad social del último año o del tiempo de constitución de la persona jurídica en caso 

de que esta sea inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador.  

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato – Vinculación de 

personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – (Empleador – Proponente)», 

mediante el cual certifique el número de trabajadores vinculados que son personas no beneficiarias de la 

pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia, y que cumplieron el requisito de edad de pensión establecido 

en la ley, de todos los integrantes del Proponente. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar 

vinculadas a cualquiera de sus integrantes. 



 

 

En cualquiera de los dos supuestos anteriores, para el otorgamiento del criterio de desempate, cada uno de 

los trabajadores que cumpla las condiciones previstas por la ley diligenciará el «Formato – Vinculación de 

personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia (Trabajador)», mediante el cual 

certifica bajo la gravedad del juramento que no es beneficiario de pensión de vejez, familiar o sobrevivencia, 

y cumple la edad de pensión; además, se deberá allegar el documento de identificación del trabajador que 

lo firma. 

La mayor proporción se definirá en relación con el número total de trabajadores vinculados en la planta de 

personal, por lo que se preferirá al oferente que acredite un mayor porcentaje. En el caso de Proponentes 

Plurales, la mayor proporción se definirá con la sumatoria de trabajadores vinculados en la planta de 

personal de cada uno de sus integrantes. 

5. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite, que por lo menos el diez por ciento (10 

%) de su nómina pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom 

o gitana, para lo cual, la persona natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, 

bajo la gravedad del juramento, diligenciará el  «Formato – Vinculación de población indígena, negra, 

afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitanas» mediante el cual certifica las personas 

vinculadas a su nómina y el número de identificación y el nombre de las personas que pertenecen a 

la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Solo se tendrá en 

cuenta aquellas personas que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) 

año contado a partir de la fecha del cierre del proceso. Para los casos de constitución inferior a un 

(1) año, se tendrá en cuenta a aquellos que hayan estado vinculados desde el momento de la 

constitución de la persona jurídica. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá 

como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente 

contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado 

de aportes a seguridad social en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador en el último 

año contado a partir de la fecha del cierre del proceso o del tiempo de su constitución cuando esta es inferior 

a un (1) año.  

Además, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior en la cual acredite 

que los trabajadores pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o 

gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato – Vinculación de 

población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana», mediante el cual certifica 

que por lo menos el diez por ciento (10 %) del total de la nómina de sus integrantes pertenece a población 

indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Este porcentaje se definirá de acuerdo 

con la sumatoria de la nómina de cada uno de los integrantes del Proponente Plural. Las personas 



 

 

enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de sus integrantes. En todo caso, deberá 

aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior, en la cual acredite que el trabajador 

pertenece a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos 

del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 

datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 

adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información de estos, como son las personas que 

pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, en los 

términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato - Autorización para el 

tratamiento de datos personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la 

información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

6. Preferir la propuesta de personas naturales en proceso de reintegración o reincorporación para lo 

cual presentará copia de alguno de los siguientes documentos: i) la certificación en las 

desmovilizaciones colectivas que expida la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, ii) el certificado 

que emita el Comité Operativo para la Dejación de las Armas respecto de las personas 

desmovilizadas en forma individual, iii) el certificado que emita la Agencia para la Reincorporación y 

la Normalización que acredite que la persona se encuentra en proceso de reincorporación o 

reintegración o iv) cualquier otro certificado que para el efecto determine la Ley. Además, se 

entregará copia del documento de identificación de la persona en proceso de reintegración o 

reincorporación. 

En el caso de las personas jurídicas, el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, 

diligenciarán el «Formato - Participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación y/o 

reintegración (personas jurídicas)», por medio del cual certificarán bajo la gravedad de juramento que más 

del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuotas partes de la persona jurídica está 

constituida por personas en proceso de reintegración o reincorporación. Además, deberá aportar alguno de 

los certificados del inciso anterior, junto con los documentos de identificación de cada una de las personas 

que está en proceso de reincorporación o reintegración. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando todos los integrantes sean personas en 

proceso de reincorporación, para lo cual se entregará alguno de los certificados del inciso primero de este 

numeral, y/o personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o 

cuotas partes esté constituida por personas en proceso de reincorporación, para lo que el representante 

legal, o el revisor fiscal, si está obligado a tenerlo, diligenciarán, bajo la gravedad del juramento, el «Formato 

- Participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación (personas jurídica integrante del 

Proponente Plural)», y aportará los documentos de identificación de las personas en proceso de 

reincorporación. 



 

 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 

datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 

adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 

reincorporación o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien 

el «Formato - Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoriza de manera 

previa y expresa el tratamiento de la información, como requisito para el otorgamiento del criterio de 

desempate.  

7.  Preferir la oferta presentada por un Proponente Plural siempre que se cumplan las condiciones de 

los siguientes literales: 

(a) Esté conformado por al menos una madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de 

reincorporación o reintegración, para lo cual se acreditarán estas condiciones de acuerdo con lo 

previsto en el inciso 1 del numeral 2 y/o el inciso 1 del numeral 6 , de los criterios de desempate 

del presente Pliego de Condiciones; o por una persona jurídica en la cual participe o participen 

mayoritariamente madres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o 

reintegración, para lo cual el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, 

diligenciará el «Formato – Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o personas en 

proceso de reincorporación o reintegración (personas jurídicas)», mediante el cual certifica, bajo la 

gravedad de juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o 

cuota parte de la persona jurídica está constituida por madres cabeza de familia y/o personas en 

proceso de reincorporación o reintegración. Además, deberá acreditar la condición indicada de las 

personas que participe en la sociedad que sean mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso 

de reincorporación o reintegración, allegando los documentos de cada uno de ellos, de acuerdo 

con lo previsto en este literal. Este integrante debe tener una participación de por lo menos el 

veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural. 

(b) el integrante del Proponente Plural de que trata el anterior literal debe aportar mínimo el 

veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta.  

(c) en relación con el integrante del literal a) ni la madre cabeza de familia o la persona en proceso 

de reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, ni sus accionistas, socios o 

representantes legales podrán ser empleados, socios o accionistas de otro de los integrantes del 

Proponente Plural, para lo cual el integrante persona natural o el representante legal de la persona 

jurídica de que trata el literal a) lo manifestará diligenciando el «Formato Participación mayoritaria 

de mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación y/o reintegración».  

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 

contienen datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo 

modifique, aclare, adiciona o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las 



 

 

personas en proceso de reincorporación y/o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 

6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato - Autorización para el tratamiento de datos 

personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de esta 

información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate.  

8. Preferir la oferta presentada por una Mipyme, lo cual se verificará en los términos del parágrafo del 

artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 

2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015. En este sentido, el tamaño empresarial se acreditará con la 

copia del certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en 

firme al momento de su presentación.  

Asimismo, se preferirá la oferta presentada por una cooperativa o asociaciones mutuales para lo cual se 

aportará el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio o la autoridad 

respectiva. En el caso específico en que el empate se presente entre cooperativas o asociaciones mutuales 

que tengan el tamaño empresarial de grandes empresas junto con micro, pequeñas o medianas, se preferirá 

la oferta de las cooperativas o asociaciones mutuales que cumplan con los criterios de clasificación 

empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, 

que sean micro, pequeñas o medianas. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite 

alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. En el evento en que se 

presente empate entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por 

cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las 

que los integrantes tengan la condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos 

Proponentes Plurales en los cuáles al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación 

mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la 

norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. 

9. Preferir la oferta presentada por el Proponente Plural constituido en su totalidad por micro y/o 

pequeñas empresas, cooperativas o asociaciones mutuales.  

La condición de micro o pequeña empresa se verificará en los términos del artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 

1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, esto 

es, la acreditación del tamaño empresarial se acreditará con la copia del certificado del Registro Único de 

Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación.   

La condición de cooperativa o asociación mutual se acreditará con el certificado de existencia y 

representación legal expedido por la cámara de comercio o la autoridad respectiva. En el evento en que el 

empate se presente entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por 

cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las 



 

 

que los integrantes tengan la calidad de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos 

Proponentes Plurales en los cuales al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación 

mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la 

norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. 

10. Preferir al oferente persona natural o jurídica que acredite, de acuerdo con sus estados financieros 

o información contable con corte al 31 de diciembre del año anterior, que por lo menos el veinticinco 

por ciento (25 %) del total de sus pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones 

mutuales por concepto de proveeduría del oferente, efectuados durante el año anterior, para lo cual 

el Proponente persona natural y contador público; o el representante legal de la persona jurídica y el 

revisor fiscal para las personas obligadas por ley; o del representante legal de la persona jurídica y 

contador público, según corresponda, diligenciará bajo la gravedad de juramento el «Formato - 

Pagos realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales», en el que conste que por lo 

menos el veinticinco por ciento (25%) del total de pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o 

asociaciones mutuales.  

Igualmente, cuando la oferta es presentada por un Proponente Plural se preferirá a este siempre que:  

(a) esté conformado por al menos una Mipyme, cooperativa o asociación mutual que tenga una participación 

de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural, para lo cual se presentará el 

documento de conformación del Proponente Plural y, además, ese integrante acredite la condición de 

Mipyme, cooperativa o asociación mutual en los términos del numeral 8; 

(b) la Mipyme, cooperativa o asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la 

experiencia acreditada en la oferta; y  

(c) ni la Mipyme, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes legales sean 

empleados, socios o accionistas de los integrantes del Proponente Plural, para lo cual el integrante 

respectivo lo manifestará diligenciando el «Formato – Acreditación Mipyme», suscrito por la persona natural 

o el representante legal de la persona jurídica.  

En el evento en que el empate se presente entre Proponentes Plurales, que cumplan con los requisitos de 

los incisos anteriores, cuyos integrantes estén conformados únicamente por cooperativas y asociaciones 

mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la 

condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los 

cuáles al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios 

de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o medianas. 

11. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo o 

Sociedad BIC, del segmento Mipyme, para lo cual se presentará el certificado de existencia y 



 

 

representación legal en el que conste el cumplimiento de los requisitos del artículo 2 de la Ley 1901 

de 2018, o la norma que la modifique o la sustituya. Asimismo, acreditará la condición de Mipyme en 

los términos del numeral 8.  

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite las 

condiciones señaladas en el inciso anterior de este numeral. 

12. Si después de aplicar los criterios anteriormente mencionados persiste el empate: 

(a) La Entidad ordenará a los Proponentes empatados en orden alfabético según el nombre completo de la 

persona natural, la persona jurídica o el Proponente Plural. En caso de que dos o más proponentes tengan 

el mismo nombre se colocará primero en el orden a quienes hayan presentado primero en el tiempo sus 

ofertas. Una vez ordenados, le asignará un número entero a cada uno de estos de forma ascendente, de tal 

manera que al primero de la lista le corresponda el 1. 

(b) Seguidamente, la Entidad debe tomar la parte entera (números a la izquierda de la coma decimal) de la 

TRM que rigió el día del cierre del proceso. La Entidad debe dividir esta parte entera entre el número total 

de Proponentes en empate, para posteriormente tomar su residuo y utilizarlo en la selección final. 

(c) Realizados estos cálculos, la Entidad seleccionará a aquel Proponente que presente coincidencia entre 

el número asignado y el residuo encontrado. En caso de que el residuo sea cero (0), se escogerá al 

Proponente con el mayor número asignado. 

Nota 1: Los factores de desempate deberán aplicarse en armonía con los Acuerdos Comerciales vigentes 

suscritos por Colombia. De esta manera, en el evento en que el empate se presente entre ofertas cubiertas 

por un Acuerdo Comercial, se aplicarán los factores de desempate que sean compatibles con los 

mencionados Acuerdos. 

Nota 2: Si el empate entre las propuestas se presenta con un Proponente, bien o servicio extranjero cuyo 

país de origen no tiene Acuerdo Comercial con Colombia, ni trato nacional por reciprocidad o con ocasión 

de la normativa comunitaria, se dará aplicación a todos los criterios de desempate previstos en el presente 

numeral. 

Nota 3: Conforme con el artículo 18 de la Ley 1712 de 2014 y los artículos 5 y 6 de la Ley 1581 de 2012, la 

Entidad garantizará el derecho a la reserva legal de toda aquella información que acredita el cumplimiento 

de los factores de desempate de: i) las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, ii) las personas en proceso 

de reincorporación y/o reintegración y iii) la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, 

Rrom o gitana. 

De acuerdo con lo anterior, en la plataforma del SECOP no se publicará la información relacionada con los 

factores de desempate de personas en procesos de reincorporación o reintegración o mujeres víctimas de 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=56882#18
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=49981#6


 

 

violencia intrafamiliar o la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, 

puesto que su público conocimiento puede afectar el derecho a la intimidad de los oferentes o de sus 

trabajadores o socios o accionistas 

Nota 4: Para efectos de los factores de desempate dispuestos en este numeral, se entiende por experiencia 
acreditada en la oferta, la sumatoria de los contratos que demuestren la experiencia general de la actividad 
principal, expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV). 
 

VI. ANÁLISIS DEL RIESGO Y FORMA DE MITIGARLO 

Se pretende contribuir a la reducción de controversias judiciales y extrajudiciales en contra del estado, y 
lograr, que las partes del convenio estatal puedan hacer las previsiones necesarias para mitigar los riesgos, 
por ello se hace necesarios, estimar, tipificar y cuantificar los riesgos previsibles involucrados en la 
contratación estatal. 
 
LA ESTIMACIÓN consiste en valorar la probabilidad de ocurrencia y el nivel de impacto de los riesgos que 
han sido tipificados y que teniendo en cuenta su materialización, requieren una valoración.  
 
ESTIMACIÓN CUALITATIVA: Es aquella que se realiza cuando se trabaja los riesgos para una estimación 
cualitativa mediante rangos que permitan al servidor público calificar loa riesgos en una matriz, en diferentes 
niveles de probabilidad e impacto.  
 
LA PROBABILIDAD es entendida como una medida de la creencia o conocimiento que se tienen acerca de 
la ocurrencia futura o pasada de un evento y generalmente se puede estimar como la frecuencia con la que 
se obtiene un resultado en un experimento aleatorio. 
 
IMPACTO O SEVERIDAD: Es la medida de la magnitud de las consecuencias monetarias de un evento 
generador de riesgo sobre el objeto del convenio. 
 
ESTIMACIÓN CUANTITATIVA: Una vez realizada la evaluación cualitativa, incorporando los criterios 
evaluados en la etapa cualitativa y realizando una aproximación numérica de dichos criterios.  
 
Teniendo en cuenta las modificaciones en la Ley 80 de 1993, se dictaron otras disposiciones generales 
aplicables a toda contratación con recursos públicos. Con la Ley 1150 de 16 de Julio de 2007 se introdujeron 
medidas para la eficiencia y la transparencia; en el Artículo 4 de la Ley 1150 de 2007 se contempla La 
Distribución del Riesgo en los Contratos Estatales. 
 
De igual manera debe darse aplicación al documento expedido por el CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA 
ECONÓMICA Y SOCIAL a través del documento CONPES 3714 de fecha primero (1) de diciembre de 2011, 
“DEL RIESGO PREVISIBLE EN EL MARCO DE LA POLÍTICA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA” y se 
señalaran los riesgos de conformidad con lo señalado en el mismo así: 

 
“1. Riesgos Económicos: Son aquellos que se derivan del comportamiento del mercado, tales como 



 

 

la fluctuación de los precios de los insumos, desabastecimiento y especulación de los mismos, entre 
otros. Por ejemplo, es usual que en convenios que involucran la ejecución de actividades en cuya 
estructura se ha definido un marco cambiario, se identifiquen alteraciones por el comportamiento de 
la moneda o por circunstancias colaterales que imponen una incidencia crítica. Así mismo, en los 
convenios de suministro de bienes o prestación de servicios, donde no es posible llevar a cabo el 
objeto del convenio por desabastecimiento o especulación dentro del mercado propio de los insumos. 
Su inclusión dependerá de la posibilidad de previsión del mismo.  
 
2. Riesgos Sociales o Políticos: son aquellos que se derivan por cambios de las políticas 
gubernamentales que sean probables y previsibles, tales como cambios en la situación política, 
sistema de gobierno y cambio en las condiciones sociales que tengan impacto en la ejecución del 
convenio. También suelen presentarse por fallas en la manera en que se relacionan entre sí, el 
Gobierno y la población, grupos de interés o la sociedad. Por ejemplo los paros, huelgas, actos 
terroristas, etc. Para la determinación de su previsibilidad, la entidad podrá acudir a las autoridades 
públicas competentes en la recopilación de datos estadísticos o fuentes oficiales (POLICÍA 
NACIONAL, FUERZAS ARMADAS DE COLOMBIA, MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, 
etc.)  
 
3. Riesgos Operacionales: Son aquellos riesgos asociados a la operatividad del convenio.  
 
Entre estos encontramos: la posibilidad de que el monto de la inversión no sea el previsto para 
cumplir el objeto del convenio. También se presenta la extensión del plazo, cuando los convenios se 
realizan en tiempos distintos a los inicialmente programados por circunstancias no imputables a las 
partes. Adicionalmente, se presenta por la posibilidad de no obtención del objeto del convenio como 
consecuencia de la existencia de inadecuados procesos, procedimientos, parámetros, sistemas de 
información y tecnológicos, equipos humanos o técnicos sin que los mismos sean imputables a las 
partes.  
 
Dichos riesgos hacen parte del riesgo operacional siempre y cuando no sean obligaciones de las 
partes y se materialicen durante la ejecución del convenio. En general no son riesgos operacionales 
las especificaciones de materiales o servicios incorrectos, fallas en el embalaje, manipulación, 
transporte o descarga del bien suministrado, insuficiencia en los proveedores, perdida o destrucción 
de los bienes a suministrar, daño, hurto o perdida de materiales o equipos para la ejecución del 
convenio, obtención o renovación de licencias o permisos, entre otros.  
 
Para reducir la incidencia de este tipo de riesgos, es necesario contar durante la etapa de 
estructuración de los convenios con los estudios respectivos y adelantar actividades que permitan 
contar con un adecuado nivel de información sobre las especificaciones de los diferentes objetos 
contractuales, con el fin de fortalecer el análisis de costos, lo cual reduce los factores de riesgos que 
inciden sobre el convenio.  
 
4. Riesgos Financieros: Este riesgo tiene dos componentes básicos: el riesgo de consecución de 
financiación o riesgo de liquidez, y el riesgo de las condiciones financieras.  



 

 

 
El primero se refiere a la dificultad de conseguir los recursos financieros, ya sea en el sector 
financiero o el mercado de capitales, para lograr el objetivo del convenio. El segundo hace referencia 
a los términos financieros de dichos recursos, entre estos encontramos plazos, tasas, garantías, 
contragarantías, refinanciaciones entre otros.  
 
5. Riesgos Regulatorios: Son los posibles cambios regulatorios o reglamentarios que siendo 
previsibles, afecten el equilibrio contractual. Por ejemplo, cambios en las tarifas, mercados 
regulados, cambios en los regímenes especiales (regalías, pensional), designación de zonas 
francas, planes de ordenamiento territorial, expedición de normas de carácter técnico o de calidad, 
entre otros.  
 
6. Riesgos de la Naturaleza: Son los eventos causados por la naturaleza sin la intervención o 
voluntad del hombre, que aunque pueden ser previsibles por su frecuencia o diagnóstico están fuera 
del control de las partes. Para la determinación de su existencia y/o previsibilidad, se podrá acudir a 
las autoridades públicas o entidades competentes en la recopilación de datos estadísticos o fuentes 
oficiales (INSTITUTO AGUSTIN CODAZZI, INGEOMINAS, IDEAM, etc.)  
 
Para el ejercicio de tipificación, éstos se refieren a los hechos de la naturaleza que puedan tener un 
impacto sobre la ejecución del convenio, por ejemplo los temblores, inundaciones, lluvias, sequias, 
entre otros, siempre y cuando los mismos puedan preverse.  
 
7. Riesgos Ambientales: Se refiere a las obligaciones que emanan de las licencias ambientales, de 
los planes de manejo ambiental, de las condiciones ambientales o ecológicas exigidas y de la 
evolución de las tasas retributivas y de uso del agua. Por ejemplo, cuando durante la ejecución del 
convenio se configuren pasivos ambientales causados por mala gestión de la licencia ambiental y/o 
el plan de manejo ambiental o el costo de las obligaciones ambientales resulte superior al estimado 
no siendo imputables a las partes.  
 
8. Riesgos Tecnológicos: Se refiere a eventuales fallos en las telecomunicaciones, suspensión de 
servicios públicos, advenimiento de nuevos desarrollos tecnológicos o estándares que deben ser 
tenidos en cuenta para la ejecución del convenio así como la obsolescencia tecnológica.  
Una vez hecha la clasificación por tipo de riesgo se recomienda hacer una definición concreta de 
cada uno de los riesgos que se incluyan, conforme al lenguaje común de los mismos” 

 
EN CUANTO A LA ASIGNACIÓN DE RIESGOS EL DOCUMENTO RECOMIENDA LA SIGUIENTE 
ASIGNACIÓN: 

 
1. Riesgos Económicos: Se recomienda que por regla general y bajo la premisa de contar con 
información suficiente y con las condiciones necesarias para llevar a cabo el objeto contractual, el 
riesgo se traslade al contratista en atención a su experticia en el manejo y posibilidad de 
administración efectiva de los riesgos económicos. Desde luego, ello no podrá hacerse en relación 
con riesgos que el mismo no pueda controlar, como condiciones macroeconómicas no previsibles, 



 

 

las cuales por ser imprevisibles escaparían de la órbita de aplicación del artículo 4 de la Ley 1150 
de 2007.  
 
2. Riesgos Sociales o Políticos: Se recomienda que por regla general el riesgo previsible de esta 
naturaleza lo asuma la entidad contratante que en atención a su condición, se presume que cuenta 
con un manejo y posibilidad de administración efectiva del mismo. De manera excepcional se puede 
trasladar el riesgo cuando por ejemplo, existan mecanismos de cobertura en el mercado.  
 
3. Riesgo Operacional: Por regla general y bajo la premisa de contar con información suficiente, los 
riesgos operacionales se transfieren al contratista, en la medida en que cuenta con mayor 
experiencia y conocimiento de las variables que determinan el valor de la inversión y tendrá a su 
cargo las actividades propias del convenio. En aquellos convenios donde se presente un alto 
componente de complejidad técnica, las entidades estatales pueden considerar la posibilidad de 
utilizar como mecanismo de mitigación el Otorgamiento de garantías parciales para cubrir eventuales 
sobrecostos asociados a la complejidad identificada.  
 
4. Riesgos Financieros: Se recomienda que el riesgo se traslade al contratista por regla general y 
bajo la premisa de contar con información suficiente. En atención a su experticia en la consecución 
y estructuración de los recursos necesarios, se presume que cuenta con un manejo y posibilidad de 
administración efectiva de los riesgos financieros.  
 
5. Riesgos Regulatorios: Se recomienda que por regla general, el riesgo lo asuma la parte que 
cuenta con un manejo y posibilidad de administración efectiva de los riesgos regulatorios por su 
naturaleza y en virtud de las normas propias de cada regulación.  
 
6. Riesgos de la naturaleza: Siempre y cuando existan formas de mitigación al alcance del 
contratista, los riesgos de la naturaleza deben ser trasladados al mismo.  
 
7. Riesgo Ambiental: La asignación del riesgo ambiental depende de la especificidad de cada 
proceso, por ejemplo:  

• Cuando se cuente con licencia ambiental debidamente ejecutoriada y/o plan de manejo 
ambiental, antes del cierre de la licitación, el contratista asumirá los costos implícitos en el 
cumplimiento de las obligaciones definidas en dicha licencia y/o plan de manejo ambiental.  

• Cuando se cuente con licencia ambiental debidamente ejecutoriada antes del cierre de la 
licitación y ésta sea modificada por solicitud del contratista, él asumirá los costos que 
implique esta modificación.  

•  El riesgo de que, durante la ejecución, la operación y el mantenimiento de las obras, se 
configuren pasivos ambientales causados por el incumplimiento o la mala gestión de la 
licencia ambiental y/o el plan de manejo ambiental será asumido por el contratista.  

• Cuando no se cuente con licencia ambiental debidamente ejecutoriada y/o plan de manejo 
ambiental, antes del cierre de la licitación, los costos por obligaciones ambientales se 
deberán estimar y prever en los convenio acorde con la naturaleza y magnitud del objeto 
contractual. En estos casos la entidad estatal podrá asumir el riesgo de que los costos por 



 

 

obligaciones ambientales resulten superiores a lo estimado.  

• Cuando por la naturaleza del proyecto no se requiera licencia ambiental, los costos para 
realizar un adecuado manejo ambiental se deben estimar y prever en los convenios acorde 
con la naturaleza y magnitud del proyecto. En estos casos, la entidad estatal podrá asumir 
el riesgo por los costos de las obligaciones adicionales resultantes de la exigencia de un 
plan de manejo posterior al cierre de la licitación, sólo cuando la exigencia no surja del mal 
manejo ambiental del proyecto.  
 
8. Riesgo Tecnológico: Se recomienda que por regla general y bajo la premisa de contar con 
información suficiente, el riesgo se traslade al contratista que en atención a su experticia en el objeto 
contractual y los estándares tecnológicos, cuenta con un manejo y posibilidad de administración 
efectiva de los riesgos tecnológicos.” 

 
ANÁLISIS CUALITATIVO DE RIESGOS CON SU PROBABILIDAD E IMPACTO. 
 

Tabla 11. Análisis cualitativo de riesgos con su probabilidad e impacto 
Riesgo y etapa Clase Categoría e 

impacto 
Fuente Asignación Calificación 

final 

Fluctuación de precios (etapa 
contractual) 

General Probable/Mayor Externo El 
contratista 

Riesgo Alto 

Desabastecimiento de producto 
(etapa contractual) 

General Posible / Mayor Externo El 
contratista 

Riesgo Alto 

Riesgos sociales o políticos 
(contractual y pos contractual) 

General Posible 
/Moderado 

Externo La entidad Riesgo bajo 

Riesgos operacionales (contractual) General Probable/ 
Moderado 

Interno El 
contratista 

Riesgo medio 

Riesgos financieros (etapa 
contractual) 

General Probable / 
Moderado 

Interno El 
contratista 

Riesgo medio 

Riesgos Regulatorios (contractuales 
y post contractuales) 

General Probable / 
Moderado 

Externo El 
contratista 

Riesgo medio 

Riesgos de la Naturaleza 
(contractual) 

General Probable / Mayor Externo El 
contratista 

Riesgo alto 

Riesgo tecnológico (contractual) General  Posible 
/Moderado 

Interno El 
contratista 

Riesgo medio 

 
Tabla 12. Análisis cualitativo de riesgos con su probabilidad e impacto 

TIPIFICACIÓN ESTIMACIÓN TIPO DE 
RIESGOS 
Y FUENTE 

CATEGORIA 
E IMPACTO 

ASIGNACIÓN CALIFICACIÓN 
DEFINITIVA 

RIESGO EN PLANIFICACIÓN Y EJECUCIÓN DEL SERVICIO 

Información errónea 
o desactualizada 

suministrada por la 
entidad (pre 

10% General e 
interno 

Posible 
/Moderado 

Entidad contratante Riesgo medio 



 

 

contractual y 
contractual) 

Uso o recolección 
de información 

errada (pre 
contractual y 
contractual) 

15% General e 
interno 

Posible 
/Moderado 

Contratista, salvo que 
la información errada 
provenga de la misma 

entidad 

Riesgo medio 

Estimación 
inadecuada de los 

costos ( pre 
contractual) 

5% General e 
interno 

Posible 
/Moderado 

Contratista Riesgo medio 

Negligencia, 
imprudencia o 

temeridad en los 
mandatos 

(contractual) 

20% General e 
interno 

Posible / 
Mayor 

Contratista Riesgo alto 

Uso indebido de 
información 
(Contractual) 

10% General e 
interno 

Posible 
/Moderado 

Contratista Riesgo medio 

Accidentes de 
trabajo y 

enfermedades 
profesionales 
(contractual) 

5% General e 
interno 

Probable 
/Moderado 

Contratista, quien 
debe cubrir el riesgo 

conforme a las 
normas que regulan 

el sistema ARP 

Riesgo medio 

Falta de calidad en 
el servicio prestado 
(post contractual y 

contractual) 

10% General e 
interno 

Posible / 
Moderado 

El Supervisor del 
contrato debe vigilar 

su ejecución, so pena 
de no certificarla 

Riesgo medio 

EVENTOS DERIVADOS DE CIRCUNSTANCIAS ECONÓMICAS O LEGALES 

Financiamiento del 
contrato 

(contractual) 

100% General e 
interno 

Posible 
/Moderado 

Contratista Riesgo medio 

Incremento en 
impuestos que 

afectan a todos los 
contribuyentes y a 

todas las 
actividades 

(contractual) 

5% General e 
interno 

Posible 
/Moderado 

Contratista, a quien la 
entidad podrá llevar a 

un punto de no 
pérdida, siempre y 

cuando acredite que 
el incremento es de 

tal magnitud que le ha 
conducido a pérdida. 

Riesgo medio 

Incremento en 
impuestos que 

afectan la actividad 
del contratante, 

siendo tal actividad 
objeto del contrato 

(contractual) 

5% General y 
externo 

Posible 
/Moderado 

Contratista, a quien la 
entidad podrá llevar a 

un punto de no 
pérdida, siempre y 

cuando acredite que 
el incremento es de 

Riesgo medio 



 

 

tal magnitud que le ha 
conducido a pérdida. 

 
 
Del anterior análisis la entidad manejara en este proceso contractual la siguiente MATRIZ DE RIESGOS 
según la Guía que para su elaboración implementó Colombia compra Eficiente.  
 

Tabla 13. Análisis cuantitativo de riesgos con su probabilidad e impacto 
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1 

G
en

er
al

 

E
xt

er
no

 

P
re

co
nt

ra
ct

ua
l 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Errores 
involuntari
os 
cometidos 
por la 
entidad en 
los 
estudios 
previos y 
demás 
documento
s 
precontract
uales que 
puedan 
afectar el 
contrato 

Afecta en 
la 
ejecución 
del 
contrato, 
pudiéndos
e generar 
modificaci
ones 
futuras. 

1 2 2 

B
aj

o 

C
on

tr
at

is
ta

 

Verificar 
detalladame
nte las 
obligacione
s y 
condiciones 
contractuale
s con el 
contratista 
de manera 
previa a la 
suscripción 
del contrato. 

1 1 2 

B
aj

o 

S
I 

E
nt

id
ad

 e
st

at
al

 y
 c

on
tr

at
is

ta
 

De 
manera 
previa 
a la 
suscrici
ón del 
contrat
o 

Verificació
n del 
expediente 
contractual 
completo 
por parte 
del 
contratista 
y el 
contratante 
de manera 
previa a la 
suscripción 
del 
contrato. 
Cumpliend
o los 
requerimie
ntos de la 
hoja de 
ruta 
instituciona
l. 

Previo 
a la 
suscrip
ción de 
cada 
contrat
o. 

2 

E
sp

ec
ífi

co
 

E
xt

er
no

 

E
je

cu
ci

ón
 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Incumplimi
ento y/o 
demoras 
por parte 
del 
contratista 
en el 
cumplimien
to del 
objeto y 
obligacione
s 
contractual
es 

Afecta la 
satisfacció
n de la 
necesidad 
que 
pretende 
cubrir con 
el 
contrato. 1 4 6 

A
lto

 

C
on

tr
at

is
ta

 

1)Pactar en 
el contrato 
la aplicación 
de multas 
por mora o 
incumplimie
nto parcial 
de las 
obligacione
s a cargo 
del 
contratista. 
2)Estricto 
seguimiento 
por parte 
del 
supervisor 
designado 

1 

M
ay

or
 

4 

B
aj

o 

S
I 

C
on

tr
at

is
ta

, s
up

er
vi

so
r 

de
si

gn
ad

o 
po

r 
la

 e
nt

id
ad

 

Al 
momen
to de la 
suscrip
ción 
del 
contrat
o 

Incorporaci
ón de una 
cláusula de 
multas en 
la minuta 
contractual
. 
Seguimient
o estricto 
por parte 
del 
supervisor 
del 
contrato 
durante la 
ejecución. 

Cada 
vez 
que se 
suscrib
a un 
contrat
o 
estatal 

3 

G
en

er
al

 

E
xt

er
no

 

E
je

cu
ci

ón
 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Errores 
cometidos 
por los 
contratista
s en la 
elaboració
n de actas 
y/o 
cuentas 
que 
ocasionan 
demoras 
en su 
radicación 

Demora 
en los 
pagos que 
puede 
afectar el 
desarrollo 
normal del 
contrato. 1 2 3 

B
aj

o 

C
on

tr
at

is
ta

 

Elaboración 
de cuentas 
e informes 
de manera 
correcta por 
parte del 
contratista 
conforme a 
los 
lineamiento
s 
dispuestos 
por la 
entidad. 
Revisión 

1 1 2 

B
aj

o 

S
I 

C
on

tr
at

is
ta

 y
 s

up
er

vi
so

r 

Durant
e la 

ejecuci
ón del 
contrat

o 

Entrega de 
informes 
elaborados 
adecuada
mente por 
el 
contratista. 
En caso de 
inconsisten
cias el 
supervisor 
deberá 
devolverlo 
inmediata
mente, 

Mensu
al 



 

 

oportuna de 
documentos 
radicados 
por el 
contratista 
para 
solicitar los 
ajustes 
correspondi
entes 

dejando 
constancia 
estricta de 
las 
correccion
es 
solicitadas 

4 

G
en

er
al

 

E
xt

er
no

 

E
je

cu
ci

ón
 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Incumplimi
ento de las 
obligacione
s a cargo 
del 
Municipio 

Perjuicios 
para la 
entidad 
estatal y 
controversi
as 
contractual
es. 

4 6 7 

A
lto

 

C
on

tr
at

is
ta

 

Inclusión de 
clausula 
penal 
pecuario en 
el contrato 
como 
tasación 
anticipada 
de 
perjuicios 
en caso de 
incumplimie
nto. 
 
En la forma 
de pago 
debe 
pactarse 
que solo se 
autoriza el 
pago previo 
informe de 
actividades 
debidament
e soportado 
y visto 
bueno del 
supervisor. 
 
Cumplimien
to oportuno 
de las 
obligacione
s y 
responsabili
dades a 
cargo de la 
entidad 
contratante.  

2 2 2 

B
aj

o 

S
I 

 

Al 
momen
to de la 
suscrip
ción 
del 
contrat
o y 
durante 
la 
ejecuci
ón del 
mismo. 

1)En la 
minuta 
contractual 
se pactará 
la forma de 
pago 
condiciona
da al 
cumplimien
to de las 
obligacione
s por parte 
del 
contratista 
y se 
incluirá 
también la 
cláusula 
penal 
pecuaria. 
2) Durante 
la 
ejecución 
del 
contrato 
realizar 
estricto 
seguimient
o de las 
obligacione
s de las 
partes, 
adoptando 
las 
acciones 
legales 
que haya 
lugar para 
garantizar 
el 
cumplimien
to del 
objeto del 
contrato 

Con 
cada 
contrat
o que 
se 
suscrib
a 

5 

G
en

er
al

 

In
te

rn
o 

E
je

cu
ci

ón
 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Informació
n errónea 
o 
desactualiz
ada 
suministra
da por la 
entidad 

Demora 
y/o 
incumplimi
ento de 
obligacion
es 
contractual
es. 

3 3 6 

A
lto

 

E
nt

id
ad

 

La entidad 
deberá 
corroborar 
la veracidad 
y actualidad 
de la 
información 
suministrad
a al 
contratista 

2 2 

4 

B
aj

o 

S
I 

E
nt

id
ad

 

Durant
e la 

ejecuci
ón del 
contrat

o 

Obtener la 
informació
n (datos 
cuantitativo
s y 
cualitativos
) de 
fuentes 
confiables.  

Con 
cada 

contrat
o que 

se 
suscrib

a 

6 

G
en

er
al

 

in
te

rn
o 

P
la

ne
ac

ió
n 

E
co

nó
m

ic
o 

Estimación 
inadecuad
a de los 
costos 

Desequilib
rio 
económico 

2 2 4 

A
lto

 

C
on

tr
at

is
ta

 

Estimar los 
costos 
objetivamen
te a partir 
del alcance 
del contrato. 
Teniendo 
en cuenta 
los recursos 
(humanos y 
materiales) 
e insumos 
necesarios 

1 1 

2 

B
aj

o 

S
I 

E
nt

id
ad

 

Al 
momen
to de la 
suscrip
ción 
del 
contrat
o 

 Con 
cada 

contrat
o que 

se 
suscrib

a 

7 

G
en

er
al

 

In
te

rn
o 

E
je

cu
ci

ón
 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Negligenci
a, 
imprudenci
a o 
temeridad 
en los 
mandatos 

Demora 
y/o 
incumplimi
ento de 
obligacion
es 
contractual
es. 

3 3 6 

A
lto

 

C
on

tr
at

is
ta

 

Realizar 
seguimiento 
del avance 
y 
cumplimient
o del 
alcance del 
contrato en 
los pagos 
parciales. 

2 2 

4 

B
aj

o 

S
I 

E
nt

id
ad

 y
 c

on
tr

at
is

ta
 

Durant
e la 

ejecuci
ón del 
contrat

o 

El 
supervisor 
del 
contrato 
deberá 
evaluar el 
avance y 
cumplimien
to de las 
obligacione

Mensu
al 



 

 

s 
contractual
es en cada 
pago 
parcial. 

8 

G
en

er
al

 

In
te
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VIII. GARANTÍAS 

Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el contratista deberá presentar la garantía de 

cumplimiento en original a la entidad dentro de los TRES (3) días hábiles siguientes contados a partir de la 

firma del contrato y requerirá la aprobación de la Entidad. Esta garantía tendrá las siguientes características: 



 

 

Característica Condición  

Clase 

Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) 

Contrato de seguro contenido en una póliza para Entidades Estatales, (ii) Patrimonio autónomo, (iii) 

Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 

beneficiario 
ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE 

Amparos, vigencia 

y valores 

asegurados 

 

Amparo Vigencia  Valor Asegurado 

Cumplimiento general del contrato y el 

pago de las multas y la cláusula penal 

pecuniaria que se le impongan 

Hasta la liquidación del 

contrato 

20% del valor del contrato 

Pago de salarios, prestaciones 

sociales legales e indemnizaciones 

laborales del personal que el Contratista 

haya de utilizar en el territorio nacional 

para la ejecución del contrato 

Plazo del contrato y tres 

(3) años más. 

5% del valor del contrato 

Calidad del servicio por los perjuicios 

derivados de la deficiente calidad del 

servicio prestado 

Plazo del contrato y seis 

(6) meses más. 

30% del valor del contrato 

 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo societario 

que figura en el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de 

Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que 

la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del 

consorcio. Cuando el contratista sea una Unión Temporal o Consorcio, se debe incluir razón social, 

NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

• Para el Contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la garantía 

deberá ser otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo cual se deberá relacionar 

claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los 

efectos serán los otorgantes de la misma.  

Información 

necesaria dentro 

de la póliza 

• Número y año del contrato  

• Objeto del contrato 

• Firma del representante legal del Contratista 

• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a 

asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

El contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se vea reducida por razón de 

las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como, a ampliar las garantías en los eventos de adición y/o 

prórroga del contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del Contratista o su no adición o 

prórroga, según el caso, constituye causal de incumplimiento del Contrato y se iniciarán los procesos 

sancionatorios a que haya lugar. 

 

GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

 



 

 

El contratista deberá contratar un seguro que ampare la responsabilidad civil extracontractual de la Entidad 

con las siguientes características: 

Característica Condición 

Clase Contrato de seguro contenido en una póliza  

Asegurados ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE y el Contratista 

Tomador 

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo 
societario que figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara 
de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese 
que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del 
consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o consorcio, se debe incluir razón social, 
NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

• Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la garantía 
deberá ser otorgada por todos los integrantes de la estructura plural, para lo cual se deberá 
relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para 
todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

Valor Doscientos (200) Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes. 

Vigencia Igual al período de ejecución del contrato. 

Beneficiarios Terceros afectados y ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE 

Amparos 

Responsabilidad Civil Extracontractual de la entidad, derivada de las actuaciones, hechos u omisiones 
del contratista o subcontratistas autorizados. El seguro de responsabilidad civil extracontractual debe 
contener como mínimo los amparos descritos en el numeral 3º del artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 
1082 de 2015. 

Información 
necesaria dentro de 

la póliza 

• Número y año del contrato  

• Objeto del contrato 

• Firma del representante legal del contratista 

• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor 
a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

En esta póliza solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo del diez por ciento (10%) del 

valor de cada pérdida sin que en ningún caso puedan ser superiores a dos mil (2.000) SMMLV 

Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la entidad, dentro del mismo término 

establecido para la garantía única de cumplimiento.  

Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que conlleven asunción de parte de 

la pérdida por la entidad asegurada no serán admisibles. 

El contratista deberá anexar el comprobante de pago de la prima del seguro de responsabilidad civil 

extracontractual. 
 

IX. CONVOCATORIA LIMITADA A MIPYME 

De conformidad con el artículo 2.2.1.2.4.2.2. Convocatorias limitadas a Mipyme (modificado por el artículo 5 
del Decreto 1860 de 2021) 
 



 

 

Las Entidades Estatales independientemente de su régimen de contratación, los patrimonios autónomos 
constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, deben limitar la 
convocatoria de los Procesos de Contratación con pluralidad de oferentes a las Mipyme colombianas con 
mínimo un (1) año de existencia, cuando concurran los siguientes requisitos: 
1. El valor del Proceso de Contratación sea menor a ciento veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América (US$125.000), liquidados con la tasa de cambio que para el efecto determina cada dos años el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 
2. Se hayan recibido solicitudes de por lo menos dos (2) Mipyme colombianas para limitar la convocatoria a 
Mipyme colombianas. Las Entidades Estatales independientemente de su régimen de contratación, los 
patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos 
públicos, deben recibir estas solicitudes por lo menos un (1) día hábil antes de la expedición del acto 
administrativo de apertura, o el que haga sus veces de acuerdo con la normativa aplicable a cada Proceso 
de Contratación. 
Tratándose de personas jurídicas, las solicitudes solo las podrán realizar Mipyme, cuyo objeto social les 
permita ejecutar el contrato relacionado con el proceso contractual. 
PARÁGRAFO. Las cooperativas y demás entidades de economía solidaria, siempre que tengan la calidad 
de MiPymes, podrán solicitar y participar en las convocatorias limitadas en las mismas condiciones 
dispuestas en el presente artículo. 
 

UMBRAL MIPYMES 
 
Ministerio de Comercio y Colombia Compra Eficiente publicaron los umbrales para limitación de 
convocatorias a MiPymes 2024-2025, de conformidad con el Decreto 1860 de 2021; así mismo para 
aplicación de Acuerdos Comerciales. 
 
Los umbrales adoptados de la vigencia del 1 de enero del 2024 hasta el 31 de diciembre de 2025, excepto 
acuerdos comerciales: (i) México, (ii) países EFTA, (iii) países de la Unión Europea vigentes desde el 1 de 
enero del 2023 hasta el 31 de diciembre de 2024. 
 
Valor del umbral: $532.338.092 
 
APLICACIÓN DE LA LIMITACIÓN A MIPYMES DEL PRESENTE PROCESO DE SELECCIÓN 
 
La limitación a MIPYMES del proceso de selección NO APLICA dado que el presupuesto oficial es superior 
a $532.338.092. 
 

X. COBERTURA POR ACUERDOS COMERCIALES 

En En virtud de lo establecido en el artículo 2.2.1.2.4.1.1 y siguientes del Decreto 1082 de 2015, y en el 
Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en Procesos de Contratación CCE-EICP-MA-03 V1. 



 

 

24/11/2021 expedido por Colombia Compra eficiente1, los Acuerdos Comerciales, en el capítulo de compras 
públicas contienen: (i) una lista de las Entidades Estatales incluidas en el Acuerdo Comercial; (ii) los valores 
a partir de los cuales el Acuerdo Comercial es aplicable al Proceso de Contratación; y, (iii) las excepciones 
a la aplicación del Acuerdo Comercial según el objeto del Proceso de Contratación. Las Entidades Estatales 
deben determinar en la etapa de planeación de sus Procesos de Contratación, si los Acuerdos Comerciales 
entre Colombia y otros países son aplicables al Proceso de Contratación. En caso de que sean aplicables, 
deben cumplir con las obligaciones contenidas en los mismo. Al respecto el Decreto 1082 de 2015 establece 
que: 

 
“Artículo 2.2.1.2.4.1.1. Aplicación de los Acuerdos Comerciales en Procesos de Contratación. Las 
Entidades Estatales deben adelantar los Procesos de Contratación de acuerdo con lo previsto en los 
Acuerdos Comerciales, cuando estos les sean aplicables. 
 
Artículo 2.2.1.2.4.1.2. Concurrencia de varios acuerdos comerciales. Si un mismo proceso de 
contratación está sometido a varios Acuerdos Comerciales, la Entidad Estatal debe adoptar las 
medidas necesarias para el cumplimiento de la totalidad de los compromisos previstos en los 
Acuerdos Comerciales. 
 
Artículo 2.2.1.2.4.1.3. Existencia de trato nacional. La Entidad Estatal debe conceder trato nacional 
a: (a) los oferentes, bienes y servicios provenientes de Estados con los cuales Colombia tenga 
Acuerdos Comerciales, en los términos establecidos en tales Acuerdos Comerciales; (b) a los bienes 
y servicios provenientes de Estados con los cuales no exista un Acuerdo Comercial pero respecto 
de los cuales el Gobierno nacional haya certificado que los oferentes de bienes y servicios nacionales 
gozan de trato nacional, con base en la revisión y comparación de la normativa en materia de 
compras y contratación pública de dicho Estado; y (c) a los servicios prestados por oferentes 
miembros de la Comunidad Andina de Naciones teniendo en cuenta la regulación andina aplicable 
a la materia. 

 
El Ministerio de Relaciones Exteriores debe expedir el certificado por medio del cual se acredite la situación 
mencionada en el literal (b) anterior en relación con un Estado en particular, lo cual no es requerido para 
acreditar las situaciones a las que se refieren los literales (a) y (c) anteriores. Para constatar que los oferentes 
de bienes y servicios nacionales gozan de trato nacional en un Estado, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
debe revisar y comparar la normativa en materia de compras y contratación pública del respectivo Estado 
para lo cual puede solicitar el apoyo técnico del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y de Colombia 
Compra Eficiente, dentro de sus competencias legales. 
 
Los certificados para acreditar la condición a la que se refiere el literal (b) anterior deben ser publicados en 
la forma y oportunidad que para el efecto disponga Colombia Compra Eficiente. La vigencia de los 
certificados será de dos años contados a partir de la fecha de su expedición, sin perjuicio de que el Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo o Colombia Compra Eficiente soliciten al Ministerio de Relaciones 

 
1 Agencia Nacional para la Contratación Pública- Colombia Compra Eficiente, Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en 

Procesos de Contratación recuperado el 11/30/2021 de: 
https://colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/cce_documents/manual_manejo_de_acuerdos_comerciales_24nov2021_1.pdf  

https://colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/cce_documents/manual_manejo_de_acuerdos_comerciales_24nov2021_1.pdf


 

 

Exteriores su revisión con ocasión de la expedición de nueva normativa en el Estado sobre el cual se expide 
el certificado. Colombia Compra Eficiente puede determinar vía circular la forma como el Ministerio de 
Relaciones Exteriores debe constatar que los oferentes de bienes y Servicios nacionales gozan de trato 
nacional y de revisar y comparar la normativa en materia de compras y contratación pública para la 
expedición del certificado” 
 
10.1  Aplicación de los Acuerdos Comerciales para Entidades Estatales del nivel municipal 
 
Colombia Compra Eficiente pone a disposición de las Entidades Estatales de nivel municipal, los siguientes 
literales como guía para verificar: (a) cuáles Entidades Estatales están incluidas en cada uno de los Acuerdos 
Comerciales; (b) el valor a partir del cual los Procesos de Contratación están cubiertos por los Acuerdos 
Comerciales; y (c) la existencia de excepciones a la cobertura del Acuerdo Comercial.  
 
10.2  Entidades Estatales incluidas en la lista de los Acuerdos Comerciales 
Los municipios2 están incluidos en la lista de Entidades de los Acuerdos Comerciales con la Alianza Pacífico 
(únicamente con Chile y Perú), Chile, Costa Rica, los Estados AELC, el Triángulo Norte (únicamente con 
Guatemala), la Unión Europea (aplicable al Reino Unido e Irlanda del Norte); y la Decisión 439 de 1998 de 
la Comisión de la CAN. Lo anterior implica que los procesos de contratación llevados a cabo por los 
municipios listados deberán otorgar Trato Nacional a los nacionales provenientes del socio comercial con el 
que se haya suscrito el respectivo Acuerdo Comercial. 
 
En el acuerdo con Israel se acordó que únicamente los siguientes municipios están cubiertos: Bogotá, 
Medellín, Cali, Barranquilla y Bucaramanga. Esto implica que la contratación pública llevada a cabo por estos 
municipios se deberá dar aplicación a todas las obligaciones incorporadas en el Capítulo de Compras 
públicas a aquellos proponentes, bienes y servicios provenientes de Israel. 
 
Las contralorías y personerías del nivel municipal están incluidas en la lista de Entidades de los Acuerdos 
Comerciales con Chile; el Triángulo Norte (únicamente con El Salvador y Guatemala); la Unión Europea 
(aplicable al Reino Unido e Irlanda del Norte) y por la Decisión 439 de 1998 de la Comisión de la CAN. 
 
Las Universidades del nivel municipal están incluidas en la lista del Acuerdo Comercial con Chile; la Unión 
Europea (aplicable al Reino Unido e Irlanda del Norte) y por la Decisión 439 de 1998 de la Comisión de la 
CAN. 
 
Salvo por algunas excepciones3, todas las demás Entidades Estatales del nivel municipal (incluidas las 
entidades descentralizadas indirectas) están incorporadas en la lista de Entidades de los Acuerdos 

 
2 El lenguaje usado por los acuerdos para referirse a las entidades territoriales del nivel territorial no necesariamente 

coincide de manera exacta con las categorías usadas para referirse a las diferentes entidades de la Administración 

Pública. De hecho, se suele incluir, indistintamente, en la categoría de municipios, tanto a los municipios propiamente 

dichos, como a los distritos especiales. 
3 Estas excepciones se encuentran en el Anexo 4 y corresponden a los números 47, 48, 49, 50, 51, 52 y 53. En el caso 

de la Unión Europea, de acuerdo con la Decisión 01 de 2018, no se incluyen las entidades con carácter industrial y 

comercial. 



 

 

Comerciales con Chile; el Triángulo Norte (únicamente con El Salvador y Guatemala), la Unión Europea 
(aplicable al Reino Unido e Irlanda del Norte) y por la Decisión 439 de 1998 de la Comisión de la CAN. 
 
10.3  Valores  
Los valores que se presentan a continuación fueron establecidos por el Ministerio de Comercio Industria y 
Turismo – MINCIT y la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente4la pública 
por su importancia para las entidades públicas y los participantes en la contratación. 
 
Según el Ministerio de Comercio Industria y Turismo – MINCIT el valor de los umbrales tendrá vigencia del 
1 de enero del 2024 hasta el 31 de diciembre de 2025, para los Acuerdos Comerciales suscritos con: (i) 
Canadá, (ii) Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, (iii) Estados Unidos, (iv) Chile, (v) Costa Rica, 
(vi) Alianza del Pacífico y(vii) Corea. 
 
Según el MINCIT el valor de los umbrales tendrá vigencia del 1 de enero del 2023 hasta el 31 de diciembre 
de 2024, para los Acuerdos Comerciales suscritos con: (i) México, (ii) países EFTA, (iii) países de la Unión 
Europea. 
 
El Acuerdo Comercial entre Colombia y los países del Triángulo Norte de Centroamérica (El Salvador, 
Guatemala y Honduras) no se incluye en el presente documento dado que no se establecieron umbrales 
para su aplicabilidad. 
 
En cuanto al acuerdo comercial vigente con Israel los umbrales establecidos en DEG se calcularán y 
convertirán a pesos colombianos utilizando la Tasa Representativa del Mercado (TRM) del Banco de la 
República de Colombia del día anterior a la fecha de publicación del aviso de convocatoria del respectivo 
proceso de compra. 
 

Tabla 1 Valores umbrales de los acuerdos comerciales aplicables para las Entidades Estatales 

Acuerdo comercial Entidades Estatales del 
nivel municipal y 

departamental 

Entidades generales del nivel 
nacional 

Otras entidades 
cubiertas 

Alianza 
Pacífico 

Chile 

Bienes y servicios 
$1.147.016.154 COP 

Servicios de construcción 
$28.675.403.847 COP 

Bienes y servicios 
$286.754.038 COP 

Servicios de construcción 
$28.675.403.847 COP 

Bienes y servicios 
$1.261.717.769 COP 

Servicios de construcción 
$28.675.403.847 COP 

Perú 

Bienes y servicios 
$1.147.016.154 COP 

Servicios de construcción 
$28.675.403.847 COP 

Bienes y servicios 
$544.832.673 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.675.403.847 COP 

Bienes y servicios 
$1.261.717.769 COP 

Servicios de construcción 
$28.675.403.847 COP 

México N/A 
Bienes y servicios 

$ 286.754.038 COP 
Bienes y Servicios* 

$ 1.695.973.592 USD 

 
4 Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y Agencia de Contratación Pública Colombia Compra Eficiente. (2024).  Acuerdos 
comerciales y trato nacional por reciprocidad. Disponible en: 
https://www.colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/files_2020/acutalizacion_umbrales_cce_2024.pdf  

https://www.colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/files_2020/acutalizacion_umbrales_cce_2024.pdf


 

 

Servicios de Construcción* 
$ 44.095.402.983 USD 

Servicios de construcción* 
$ 54.273.800.003 USD 

Canadá N/A 

Bienes y servicios 
$435.580.321 COP 

Servicios de construcción 
$28.620.713.796 COP 

Bienes y servicios 
$2.177.910.121COP 

Servicios de construcción 
$69.696.573.433 COP 

Chile 

Bienes y servicios 
$ 1.148.221.780 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.705.544.496 COP 

Bienes y servicios 
$ 287.055.445 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.705.544.496 COP 

Bienes y servicios 
$ 1.263.043.958 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.705.544.496 COP 

Corea 

Bienes y servicios 
$1.147.000.000 COP 

Servicios de construcción 
$86.020.000.000 COP 

(Aplica para 
departamentos) 

Bienes y servicios 
$401.000.000 COP 

Servicios de construcción 
$28.670.000.000 COP 

Bienes y servicios 
$2.294.000.000 COP 

Servicios de construcción 
$86.020.000.000 COP 

Estados AELC (Islandia, 
Liechtenstein, Noruega y 

Suiza)  

Bienes y servicios 
$ 1.071.354.018 COP 

Servicios de construcción 
$ 26.783.850.461COP 

Bienes y servicios 
$ 696.380.112 COP 

Servicios de construcción 
$ 26.783.850.461COP 

Bienes y servicios 
$ 1.178.489.420 COP 

Servicios de construcción 
$ 26.783.850.461COP 

Estados Unidos 

Bienes y servicios 
$ 2.030.722.904 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.617.834.543 COP 

Bienes y servicios 
$ 436.349.451 COP 

Servicios de construcción 
$  28.617.834.543 COP 

Bienes y servicios (A) 
$ 1.066.556.147 COP 
Bienes y servicios (B) 
$ 2.290.962.604 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.617.834.543 COP 

Costa Rica 

Bienes y servicios 
$ 2.030.722.904 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.617.834.543 COP 

Bienes y servicios 
$ 436.349.451 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.617.834.543 COP 

Bienes y servicios (A) 
$ 1.066.556.147 COP 
Bienes y servicios (B) 
$ 2.290.962.604 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.617.834.543 COP 

Unión Europea 

Bienes y servicios 
$ 1.071.354.018 COP 

Servicios de construcción 
$ 26.783.850.461 COP 

Bienes y servicios 
$ 696.380.112 COP 

Servicios de construcción 
$ 26.783.850.461 COP 

Bienes y servicios 
$1.178.489.420 COP 

Servicios de construcción 
$ 26.783.850.461 COP 

Estados Unidos Mexicanos N/A 

Bienes y servicios 
$ 391.900.299 COP 

Servicios de construcción 
$ 50.947.068.122 COP 

Bienes y servicios 
$ 1.959.496.615 COP 

Servicios de construcción 
$ 62.707.009.617 COP 

Israel 

Bienes y servicios 
250.000 DEG 

Servicios de construcción 
5.000.000 DEG 

Bienes y servicios 
130.000 DEG 

Servicios de construcción 
5.000.000 DEG 

Bienes y servicios 
355.000 DEG 

Servicios de construcción 
5.000.000 DEG 



 

 

Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte 

Bienes y servicios 
$ 1.148.221.780 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.705.544.496 COP 

Bienes y servicios 
$ 746.344.157 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.705.544.496 COP 

Bienes y servicios 
$1.148.221.780 COP 

Servicios de construcción 
$ 28.705.544.496 COP 

 
Nota: Según el documento de "Valores a partir de los cuales son aplicables los Acuerdos Comerciales (Umbrales)" publicado por la Colombia 

Compra Eficiente, actualizado el día 09/02/2024 Para el caso de los umbrales aplicables al Acuerdo Comercial con Israel, la OALI, “recomienda 
que las entidades cubiertas por el Acuerdo Comercial vigente con Israel establezcan el valor en pesos colombianos de los umbrales contenidos 
en las Secciones A, B y C usando la TRM del día anterior a la fecha de publicación del aviso de convocatoria del respectivo proceso de compra. 
Entonces: Valor en pesos del umbral = Valor umbral en DEG x TRM del día anterior a la fecha de publicación del aviso de convocatoria x Valor 
del DEG (USD por DEG). 

 
 
Excepciones  
La numeración de tales excepciones corresponde a las identificadas en el Anexo 4 del Manual para  El 
Manejo de los acuerdos Comerciales en Procesos de Contratación CCE-EICP-MA-03 V1. 24/11/2021. 
 
 

Tabla 2 Excepciones aplicables a los acuerdos comerciales que celebren los Municipios 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

X. CONCLUSIONES DE LOS PRESENTES ESTUDIOS PREVIOS. 

 

Con el presente estudio se acredita la necesidad que tiene el Municipio, de adelantar un proceso de selección 

de Licitación Pública para realizar un proceso contractual para el objeto previamente señalado y teniendo en 

cuenta que la actividad contractual a desarrollar se encuentra debidamente soportada y planificada social y 

jurídicamente, se recomienda por ser conveniente, oportuno y viable llevar a cabo la aludida contratación. 

 

Se expide en el municipio de Aguachica – Cesar, a los veintidós (22) días del mes de marzo del año dos 
mil veinticuatro (2024). 
 

ORIGINAL FIRMADO 
 

ALIME JAILUTH URIBE PÉREZ 
Secretaria de Educación 

 
CONTROL NOMBRE CARGO FIRMA 

Proyectó y revisó aspectos 
contractuales. 

Carolina Fernández Zúñiga Profesional designada – C.T.A. People Work  

Revisó aspectos técnicos  ALIME URIBE Secretario (a) de Educación  

 

 

 


